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Fertenece este trabajo á la importante obra del 
Sr. Justo Arosemena, titulada Constituciones polí- 
ticas DE Sür-América, recientemente publicada. 
Se ha hecho esta edición aparte, en atención al 
mérito que encierra, para ponerla al alcance del 
mayor número de lectores colombianos, con el con- 
sentimiento del autor. 

Havre, 1® de diciembre de 1870. 
E. S. 

JAN 14 lf?S 
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CONSTITUCIÓN 



DE LOS 



ESTADOS UNIDOS DE COLOMBIA 



La Convención Nacional en nombre i por autorizadon del Pueblo 

i de los Estados Unidos Colombianos qne representa, ha 

venido en decretar la siguiente 



CONSTITUCIÓN POLÍTICA 



CAPITULO I. 

La Nación. 

Art 1«. Los Estados Soberanos de Antioquia, Bo- 
lívar, Boyacá, Cauca, Cundinamarca, Magdalena, Pana- 
má, Santander i Tolima, creados respectivamente por 
los actos de 27 de febrero de 1855, 11 de junio de 1856, 
13 de mayo de 1857, 15 de junio del mismo año, 12 de 
abril de 1861, i 3 de setiembre del mismo año, se unen 
i confederan á perpetuidad, consultando su seguridad 
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éstenor i recíproco auxilio, i forman una Nación libre, 
soberana é independiente, con el nombre de "Estados 
Unidos de Colombia." 

Art. 2^*. Los dichos Estados se obligan á auxi- 
liarse i defenderse mutuamente contra toda violencia 
que dañe la soberanía de la Union, ó la de los Estados. 

Art. 3**. Los límites del territorio de los Estados Uni- 
dos de Colombia son los mismos que en el año de 1810 
dividían el territorio del vireinato de Nueva Granada 
del de las Capitanías jenerales de Venezuela i Guate- 
mala, i del de las posesiones portuguesas del Brasil : 
por la parte meridional son, provisionalmente, los desig- 
nados en el Tratado celebrado con el Gobierno del 
Ecuador en 9 de julio de 1856, i los demás que la se- 
paran hoi de aquella República i de la del Perú. 

Art. 4? Harán también parte de la misma nacionali- 
dad los Estados Soberanos en que se dividan alguno 
ó algunos de los existentes, conforme al artículo que 
sigue, i los que, siendo del todo independientes, quie- 
ran agregarse á la Union por Tratados debidamente 
concluidos, 

Art. S'*. La lei federal puede decretar la creación de 
nuevos Estados desmembrando la población i el terri- 
torio de los existentes, cuando esto sea solicitado por la 
Lejislatura ó las Lejislaturas del Estado ó de los Estados 
de cuya población i de cuyo territorio deba formarse 
el nuevo Estado con tal que cada uno de los Estados de 
nueva creación tenga cien mil habitantes, por lo monos, 
i aquellos de los que fueren segregados no queden con 
menos de ciento cincuenta mil habitantes cada uno. 

§. Los límites de los Estados reconocidos en el artí- 
culo i**, no podrán alterarse ni variarse, sino de acuerdo 
i por consentimiento de los Estados interesados en ello, 
i con aprobación del Gobierno jeneral. 
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CAPITULO II. 
Bases de la TTnion. 

SECCIÓN PAIMSRÁ. 
Üerechos i deberes de los Estados. 

Art. 6**. Los Estados convienen en consignar eñ sos 
Constituciones i en su Lejislacion civil el principio de 
incapacidad de las comunidades, corporaciones, aso- 
ciaciones i entidades relijiosas, para adquirir bienes rai- 
ces í en consagrar, por punto jeneral, que la propiedad 
raíz no puede adquirirse con otro carácter que el de 
enajenable i divisible á voluntad esclusiva del proprie- 
tario, i de trasmisible á los herederos conforníe al 
derecha común. 

Art. T". Igualmente convienen los dichos Estados en 
prohibir á perpetuidad las fundaciones^ mandas, lega- 
dos, Meicomisos i toda clase de establecimientos seme- 
jantes con qne se pretenda sacar una finca raiz de la 
libré circulación. 

§. Asimismo convienen i declaran, que en lo succe- 
sivo no se podrán imponer censos á perpetuidad- de 
otro modo que sobre el Tesoro público, i de ninguna 
manera sobre fincas ralees. 

Art. 8®. En obsequio de la integridad nacional, dé 
la marcha espedita de la Union i dé las relaciones pa- 
cífi^s entre los Estados, estos se comprometen : 

1*. A Organizarse conformé á los principios del 
Gobierno popular, electivo, representativo, alternativo i 
responsable. 

2*»* A no enajenar á potencia éstranjera parte alguna 
de mí tefífitorio. 

3 •. A no restrinjir con impuestos, ni de odrómódo 
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la navegación de los ríos i demás aguas navegables que 
no hayan exijido canalización artificial. 

4». A no gravar con impuestos, antes de haberse 
ofrecido al consumo, los productos que sean ya materia 
de impuestos nacionales, aun cuando se hayan declara- 
do libres de los derechos de importación ; ni los pro- 
ductos destinados á la esportacion, cuya libertad man- 
tendrá el Gobierno jeneral. 

5**. A no imponer contribuciones sobre los produc- 
tos que transiten por el Estado sin destinarse á su pro- 
prio consumo. 

6*. A no imponer deberes á los empleados nacio- 
nales, sino en su calidad de miembros del Estado, i en 
cuanto esos deberes no sean incompatibles con el servi- 
cio público nacional. 

7*. A no gravar con impuestos los productos ni las 
propiedades de la Union Colombiana. 

8». A deferir i someterse á la decisión del Gobierno 
jeneral en todas las controversias que se susciten entre 
dos ó mas Estados, cuando no puedan avenirse pacífi- 
camente, sin que en ningún caso, ni por ningún motivo, 
pueda un Estado" declarar ni hacer la guerra á otro 
Estado ; i 

9». A guardar estricta neutralidad en las contiendas 
que lleguen á suscitarse entre los habitantes i el Go- 
bierno en otro Estado. 

Art. 9« Las autoridades de cada uno de losEstados tie- 
nen el deber de cmnplir i hacer que se cumplan i eje- 
cuten la Constitución i las leyes de la Union, los de- 
cretos i órdenes del Presidente de ella, i los manda- 
mientos de los Tribunales i Juzgados nacionales. 

§. En cada uno de los Estados se dará entera fé i 
crédito á los rejistros, actos, sentencias i procedimien- 
tos judiciales de los otros Estados. 
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Art. 10. Es obligatorio para las autoridades de cada 
Estado entregar á las autoridades dé aquel en que se 
haya cometido un delito común la persona que se re- 
clame, i contra la cual se haya librado orden de pri- 
sión no violatoria de los derechos individuales enume- 
rados en el artículo 15 de esta Constitución ; lo que se 
comprobará con los necesarios documentos adjuntos á 
la orden de prisión. 

Art. 11. Los Gobiernos de los Estados en cuyo terri- 
torio se asilen individuos responsables de hechos pu- 
nibles ejecutados contra el Gobierno de algún Estado 
limítrofe, tienen, si éste lo solicita, el deber de internar- 
los i mantenerlos á una distancia de la frontera, que no 
les permita continuar hostilizándolo. 

Art. 12. No habrá esclavos en los Estados Unidos de 
Colombia. 

Art. 13. No se permitirá en ninguno de los Estados 
de la Union enganches ó levas que tengan, ó puedan 
tener, por objeto atacar la libertad, la independencia ó 
perturbar el orden público de otro Estado ó de otra Na- 
ción. 

Art. 14. Los actos lejislativos de las Asambleas de los 
Estados, que salgan evidentemente de su esfera dé ac- 
ción constitucional, se hallan sujetos á suspensión i anu- 
lación, conforme á lo dispuesto en esta Constitución ; 
pero nunca traerán al Estado responsabilidad de 
mingun jénero cuando no se hayan ejecutado i sur- 
tido sus naturales efectos. 

SECCIÓN SEGUNDA. 

daranüa de derechos individualeB. 

Art. 15. Es base esencial é invariable de la Union 

entre los Estados el reconocimiento i la garantía, por 

parte del Gobierno jeneral i de los Gobiernos de todos 

i cada uno de los Estados, de los derechos individuales 
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quj&perteíieQQU 4 los habitantes i traaaseuutos ealos 
^l4dQ3 Unidor d& Colombia, á ^b^r : 

i** La luviQlabüidad de la vida humajaa ; ea virtud 
d^ 1q oual el Gobierna jeueral i el de tos Estado», se 
comp?ca3i€ite.o á na de.Qi:etaj: en sus leyes la pena de 
mueyte^ 

5}o No s^ condenados á pena corporal por mas de 
diez años. 

3*" lia libertad iudividual, que no, tiene, mas límites 
<me la libertad de. otro individuo ; es decir, k feeulted 
de, Iftacer ú omitir todo aquello de cuya ^ecucion ú 
onjisiQ¡n no rcisulte daño á. otro individuo ó á la comu- 
nidad 

4« La seguridad, personal; de manera que no. sea 
ataoada impunemente por otro, individuo ó por la auto- 
ridad pública ; ni ser presos ó detenidos, sino por motivo 
crimijial o por pena correccional : ni juzgados por co- 
m4^nes ó tribunales estraordinarios : ni penados, mx 
sei^ oídos i. vencidos en juicio ; i todo esto en virtud de 
le^yes preexistentes. 

5° La propiedad ; no pudiendo ser privados de eüa, 
sino por pena <5 contribución jeneral, con arreglo á las 
leyes, ó cuando a^í lo exija un grave motivo de necesi- 
dad. puWifia,. judicjídmente deeiarado. i previa, iad^a- 
niíapion. 

{¡n.caso^de guerra la indemnización puede no ser 
previa, i la necesidad de la espropriacion puede ser de- 
clarada por autoridades que no sean del orden judicial. 

§. Lo dispuesto en este inciso, no autoriza para 
imponer pena de confiscación en ningún caso. 

6o La libertad absoluta de imprenta i de circulación 
de los impresos, así nacionales como estraujeros. 

7* lift libertad de espresar sus sentimieutos de 
palabra ó^por escrito sin limitación alguna. 



Digitized by 



Google 



_ 9 — 

8« La lil>ertad de viajar ea el territorio de los 
Estados Unidos i de salir de él, sia necesidad de pasa* 
porte ni permiso de ninguna autoridad en tiempo de 
paz^ siempre que la autoridad judicial no haya decreta- 
do el arraigo del individuo. 

§. En tiempo de guerra, el Gobierno podrá exijir 
pasaporte á los individuos que viajen por los lugares 
que sean teatro de operaciones multares. 

9® La libertad de ejercer toda industria i de traba- 
jar sin usurpar la industria de otro, cuya propiedad 
hayan garantizado temporalmente las leyes á los auto- 
res de inventos útiles, ni las que se reserven la Union 
ó los Estados como arbitrios rentísticos ; i sin embarazar 
laa vias de Gomunicadon, ni atacar la seguridad ni la 
salubridad. 

10. La igualdad; i en consecuencia, no es lícito con* 
ceder privilejios ó distinciones legales, que cedan en 
pm*o favor ó beneficio de los agraciados :: ni impoaer 
obligaciones especiales que hagan á los individuos á 
ellas sujetos de peor condición que los demás. 

11 . La libertad de dar ó recibir la instrucción que 
á bien tengan en los establecimientos que no sean 
consteados' con fondos piíblicos. 

12. El derecho de obtener pronta resolución eúlas. 
peticiones que por escrito dirijan á lasi corporaciones, 
autoridades ó funcionarios piiblicos, sobre cualquier 
asunto de interés jeneral ó particular. 

12. La inviolabilidad del domicilio i de los escritos 
privados, de manera que aquel no podrá ser allanado 
ni los escritos interceptados ó rejistrados, sino por la 
autoridad competente, para los efectos i con las formali- 
dades que determine la lei. 

14. La libertad de asociarse sin armas. 
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i5. La libertad de tener armas i municiones, i de 
hacer el comercio de ellas en tiempo de paz ; i 

16, La profesión lihre, pública i privada, de cual- 
quiera relijion, con tal que no se ejecuten hechos incom- 
patibles con la soberanía nacional, ó que tengan por 
objeto turbar la paz pública. 

SECCIÓN TERCERA. 
Delegación de funciones. 
Art. 16. Todos los asuntos de Gobierno, cuyo ejerci- 
cio no deleguen los Estados espresa, especial i clara- 
mente al Gobierno jeneral, son de la esclusiva compe- 
tencia de los mismos Estados. 

Art. 17. Los Estados Unidos de Colombia convienen 
en establecer un Gobierno jeneral, que será popular, 
electivo, representativo, alternativo i responsable, á 
cuya autoridad se someten en los negocios que pasan 
á espresarse : 

lo Las Relaciones esteriores, la defensa esterior i 
el derecho de declarar i dirijir la guerra, i hacer la paz. 

2o La organización i el sostenimiento de la fuerza 
pública al servicio del Gobierno jeneral. 

3o. El establecimiento, la organización i adminis- 
tración del crédito público i de las rentas nacionales. 

¥ La fijación del pié de fuerza en paz i en guerra 
i la determinación de los gastos públicos á cargo del 
Tesoro de la Union. 

5*» El réjimen i la administración del comercio es- 
terior, de cabotaje i costanero ; de las fortalezas, puer- 
tos marítimos, fluviales i secos en las fronteras ; arse- 
nales , diques i demás establecimientos públicos i 
bienes pertenecientes á la Union. 

6* El arreglo de las vias interoceánicas que existen 
ó que se abran, en el territorio de la Union, i la nave- 
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gación de los rios que bañan el territorio de mas de un 
Estado, ó que pase al de una Nación limítrofe. 

7® La formación del censo jeneral. 

8<» El deslinde i la demarcación territorial de pri- 
mer orden con las Naciones limítrofes. 

9** La determinación del pabellón i escudo de ar- 
mas nacionales. 

10. Todo lo concerniente á naturalización de es- 
tranjeros. 

1 1 . El derecho de decidir las cuestiones i dife- 
rencias que ocurran entre los Estados, con audiencia 
de los interesados. 

12. La acuñación de moneda, determinando su lei, 
peso, tipo, forma i denominación. 

13. El arreglo de los pesos, pesas i medidas ofi- 
ciales. 

14. La lejislacion del procedimiento judicial en los 
casos de presas, represas, piraterías, ú otros crímenes, i 
en jeneral, de los hachos ocurridos en alta mar, cuya 
jurisdicción corresponda á la Nación conforme al 
Derecho internacional, 

15. La lejislacion judicial i penal en los casos de 
violación del Derecho internacional ; i 

16. La facultad de espedir leyes, decretos i resolu- 
ciones civiles i penales respecto de los negocios ó 
materias que, conforme á este artículo i al siguiente, 
son de competencia del Gk)biemo jeneral. 

Art. 18. Son de la competencia, aunque no esclusiva, 
del Gobierno jeneral las materias siguientes : 

1». El fomento de la instrucción pública. 

2'. El servicio de correos. 

3*. La estadística i la carta ó cartas jeográflcas de 
los pueblos i territorios de los Estados Unidos ; i 

4*. La civilización de los indíjenas. 
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SECCIÓN CUARTA. 



Condioiones jenerales. 

Art. 19. El Gobierno de los Estados Unidos no podrá 
declarar ni hacer la guerra á los Estados sin es^resa 
autorización del Congreso, i sin haber agotado antes 
todos los medios de conciliación que la paz nacional i la 
conveniencia pública exijan. 

Art. 20. Con escepcion del congreso nacional, Corte 
Suprema federal i Poder Ejecutivo de la Nación, no 
habrá en ningún Estado empleados fedéralas que tengan 
jurisdicción ordinaria ó autoridad en tiempo de paz. 

§ 1«. Losajentes del Gobierno de la Union, en ma- 
teria de hacienda, militar ó cualquiera otra, ejercerán 
ordinariamente sus funciones bajo la inspección de las 
autoridades propias de los Estados, según su categoría. 

§ 2'. Dichas autoridades lo son también del orden fede*- 
ral en todo lo que requiera mando ó jurisdicción; i 
deben, por tanto, cumplir, bajo estricta responsiabili- 
dad, que les exijirán los altos poderes federales con- 
forma á esta Constitución i las leyes de la materia, los 
deberes que aquellos les impongan según sus faculta* 
des. 

Art; 21. El poder judicial de los Estados es indepen- 
diente. Las causas en ellos iniciadas conforme á su 
lejislacion especial , i en asuntos de su esckisiva com- 
pentencia, terminarán en los mismos Estados, sin su- 
jeción al examen de ninguna autoridad estraña. 

§. Las indemnizaciones que tenga que acordar la 
Union por actos violatorios de las garantías individua- 
les reconocidas en el artículo 15, ejecutados por funcio- 
narios de los Estados, se imputarán al Estado respec- 
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tivD, el que será responsable al Tesoro federal por el 
importe pecuniario de la indemnización acordada. 

Art* 22. Los miembros de las Lejislaturas de los 
Estados son inmunes por el tiempo que su respectiva 
Gcaifititucion determine, i no serán jamas responsables 
por los votos ni por las opinión^ que emitan en desem- 
peño de sus funciones. 

Art. 23. Para sostener la soberanía nacional i man- 
tener la seguridad i tranquilidad públicas, el Gobierno 
nacional, i los de los Estados en su caso, ejercerán el 
derecho de suprema inspección sobre los cultosrelijiosos 
según lo determine la lei. 

§. Para los gastos de los cultos establecidos oque se 
establezcan en los Estados Unidos, no podrá imponerse 
<5ontribuciones. Todo culto se sostendrá con lo que los 
respectivos relijionarios suministren voluntariamente. 

Art. 24. Ninguna disposición lejislativa tendrá efecto 
retroactivo en el Gobierno jeneral ni en el de los Esta- 
dos ; escepto en materia penal, cuando la lei posterior 
inponga menor pena. 

Art. 25. Todo acto del Congreso nacional, ó del Poder 
Ejecutivo de los Estados Unidos, que viole los derechos 
garantizados en el artículo 15, ó ataque la soberanía 
de los Estados, es anulable por el voto de estos, espre- 
sado por la mayoría de sus respectivas Lejislaturas. 

Art. 26. La fuerza pública de los Estados Unidos se 
divide en naval i terrestre á cargo de la Union, i se com- 
pondrá también de la milicia nacional que organicen 
los Estados según sus leyes. 

§. 1<». La fuerza á cargo de la Union se formará con 
individuos voluntarios, ó por un continjente propor- 
cional que dará cada Estado, llamando al servicio á los 
ciudadanos que deban prestarlo, conforme á las leyes 
del Estado. 
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§. 2*. En caso de guerra se podrá aumentar el contin- 
jente con los cuerpos de la milicia nacional, hasta el 
número de hombres necesarios para llenar el contin- 
jente que pida el Gobierno jeneral. 

Art* 27. El Gobierno jeneral no podrá variar los Jefes 
de los cuerpos de la fuerza pública que suministren los 
Estados, sino en los casos i con las formilidades que la 
lei determine. 

CAPITULO líl. 
Bienes i cargas de la TJnioxi. 

Art. 28. Los Estados Unidos de Colombia reconocen 
como deuda propia las deudas interior i esterior reco- 
nocidas por los Gobiernos de la estinguida Confedera- 
ción Granadina i de los Estados Unidos de Nueva Gra- 
nada , en la proporción que, según la población i 
riqueza, corresponda á los Estados que se unan en lo 
sucesivo. Los Estados comprometen solemnemente su 
fé pública para la amortización de dichas deudas i el 
pago de sus intereses. 

Art. 29. Igualmente reconocen los Estados Unidos de 
Colombia los créditos provenientes de empréstitos, su- 
ministros, sueldos, pensiones é indemnizaciones en el 
interior, i los gastos que el sostenimiento de esta Cons- 
titución exija. La fé pública de los Estados queda empe- 
ñada para la cancelación de dichos créditos. 

Art. 30. Los bienes, 4erechos i acciones, las rentas i 
contribuciones que pertenecieron por cualquier título 
al Gobierno de la estinguida Confederación Granadina, 
i últimamente al de los Estados Unidos de Nueva Gra- 
nada, corresponden al Gobierno de los Estados Unidos 
de Colombia, con las alteraciones hechas ó que se 
hagan por actos lejislativos especiales. 
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§. Las tierras baldías de la Nacion,hipotecadas para 
el pago de la deuda pública, no podrán aplicarse sino 
á este objeto, ó cederse á nuevos pobladores, ó darse 
como compensación i auxilio á las empresas para la 
apertura de nuevas vias de comunicación. 



CAPITULO IV. 

Colozul3iauos 1 estranjeros. 

Art. 31. Son colombianos : 

i** Todas las personas nacidas ó que nazcan en el 
territorio de los Estados Unidos de Colombia, aunque 
sea de padres estranjeros transeúntes si vinieren á do- 
miciliarse en el pais. 

2» Los hijos de padre ó madre colombianos, hayan 
ó no nacido en el territorio de los Estados Unidos de 
Colombia, si en el último caso vinieren á domiciliarse 
en éste. 

3<* Los estranjeros que hayan obtenido carta de 
naturaleza. 

4* Los nacidos en cualquiera de las Repúblicas 
Hispano-Americanas, siempre que hayan fijado su resi- 
dencia en el territorio de la Union, i declarado ante la 
autoridad competente que quieren ser colombianos. 

Art. 32. Pierden el carácter de colombianos los que 
fijen su domicilio i adquieran nacionalidad en pais es- 
tranjero. 

Art. 33. Son elejibles para los puestos públicos del 
Gobierno jeneral de los Estados Unidos los colombia- 
nos varones mayores de 21 años, ó que sean ó hayan 
sido casados ; con escepcion de los Ministros de cual- 
quiera relijion. 
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Art 34. Todos los colombiaiios tienen el deber de 
servirá la Nadon conforme lo disponen las leyes, ha- 
ciendo el sacrificio de su vida si fuere necesario para 
defender la independencia nacional. Hallándose en e] 
territorio de cual(piier Estado, tendrán en él los mis- 
mos deberes i derechos que los domiciliados. 

Art. 35. Una lei especial definirá la condición de los 
estranjeros domiciliados, i determinará los derechos i 
deberes anexos á dicha condición. 



CAPITULO V. 

' Gobierno jeneral. 

Art. 36. El Gobierno jeneral de los Estados Unidos 
de Ciolombia será, por la naturaleza de sus principios 
constitutivos, republicano, federal, electivo, altematiyo 
i responsable ; dividiéndose para su ejercicio en Poder 
Lejislativo, Poder Ejecutivo i Poder Judicial. 

CAPITULO VI. 

Poder liejlslativo. 

SECCIÓN PRIHEBA. 

Disposiciones Jenerales. 

Art. 37. El Poder Lejislativo residirá en dos Cáma- 
ras con el nombre de "Cámara de representantes" la 
una, i "Senado de Plenipotenciarios "k otra. 

Art. 38* La Cámara de Representantes representará 
el pueblo colombiano, i la compondrán los Represen- 
tantes que correspondan á cada Estado, en razón de 
uno por cada cincuenta mil almas, i uno mas por un 
residuo que no baje de veinte mil. 
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Art. 39. El Senado de Plenipotendarios representará 
los Estados como entitades políticas de la Union, i se 
compondrá de tres Senadores Plenipotenciarios por 
cada Estado. 

Art* 40. Ciorresponde á los Estados detemnnat la ma- 
nera de hacer el nombranüento de sus Senadores i Be- 
presentantes. 

Art. 41. El Congreso se reunirá ordinariamente, i^ 
necesidad de convocatoria, cada año el dia 1* de febr^x) 
ea la capital de la Union. 

§ 1 . Podrá reunirse también en otro lugar,ó trasladar 
á él temporalmente sus sesiones, i prorogar éstas, cuan- 
do por algún grave motivo así lo disponga el mismo 
Congreso. 

§ 2. Se necesita el consentimiento mutuo de las dos 
Cámaras para trasladar temporalmente sus sesionéis á 
otro lugar i para suspenderlas por mas de dos dias. 

§ 3. Las sesiones ordinarias durarán hasta noventa 
dias^ 

Art. 42. El Congreso se reunirá estraordinariamente 
por acuerdo de ambas Cámaras, ó por convocatoria del 
Poder Ejecutivo. 

Art. 43. Para que el Congreso pueda abrir i continuar 
sus sesiones, se necesita en cada Cámara la concurren- 
cia de la mayoría absoluta de los miembros que le cor- 
respondan. Una de las Cámaras no podrá abrir sus 
sesiones en distinto día que la otra» ni continuarlas 
estando la otra en receso. 

Art. 44. Los Senadores i Representantes go^an de 
inmunidad en sus personas i propiedades desde que 
principien ó deban principiar las sesiones, durante el 
tiempo de estas, i mientras van á ellas i vuelven á sus 
casas. 
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§. La lei fijará el tiempo que se supone empleado 
en tales viajes, para los efectos de este artículo. 

Art. 45. Los Senaderes i Representantes son irres- 
ponsables por los votos i por las opiniones que emitan. 

§. Ninguna autoridad puede, en ningún tiempo, 
hacerles cai'go alguno por dichos votos i opiniones, con 
ningún motivo ni protesto. 

Art. 46. Los Senadores i Representantes no pueden 
aceptar empleo de libre nombramiento del Presidente 
de la Union Colombiana, con escepcion de los de Secre- 
tarios de Estado, Ajentes diplomáticos i jefes militares 
en tiempo de guerra. 

§. La admisión de estos empleos deja vacante el 
puesta en la ]:espectiva Cámara. 

Art. 47. Los Senadores i Representantes no pueden, 
mientras conserven el carácter de tales, hacer por sí ó 
por interpuesta persona ninguna clase de contratos con 
el Gobierno jeneral. 

§. Tampoco podrán admitir de ningún Gobierno, 
compañía ó individuo, poder para jestionar negocios que 
tengan relación con el Gobierno de la Union Colom- 
biana. 



SECCIÓN SEGUNDA. 
Congreso. 

Art. 48. La Cámara de Representantes i el Senado de 
Plenipotenciarios tomarán colectivamente el nombre de 
"Congreso de los Estados Unidos de Colombia." 

Art. 49. Son atribuciones esclusivas del Congreso : 
1*. Apropiar anualmente las cantidades que del 
Tesoro de la Union hayan de estraerse para los gastos 
Nacionales. 
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2a. Decretar la enajenación de los bienes de la 
Union i su aplicación á usos públicos. 

3". Fijar anualmente la fuerza pública de mar i 
tierra para el servicio de la Union. 

4*. Permitir el tránsito de tropas estranjeras por el 
territorio de la Union. 

5«. Autorizar al Presidente de la Union para de- 
clarar la guerra á otra Nación. 

6\ Autorizar al Poder Ejecutivo para permitir la es- 
tación de buques de guerra estranjeros en puertos de la 
Repúbica. 

7a. Conceder amnistías é indultos jenerales ó par- 
ticulares , por grave motivo de conveniencia nacional. 

8*. Conceder privilejios i auxilios para la navega- 
ción por vapor en aquellos rios i aguas que sirvan de 
canal para el comercio de mas de un Estado, ó que 
pasen al territorio de Nación limítrofe. 

9^. Designar la capital de la Union Colombiana. 

10. Hacer, en Cámaras reunidas, el escrutinio de 
votos en las elecciones de Presidente de los Estados 
Unidos i Majistrados de la Corte Suprema federal, decla- 
rar i comunicar la elección. 

11. Nombrar anualmente, por mayoría absoluta 
de votos i en Cámaras reunidas, tres Designados para 
ejercer el Poder Ejecutivo de la Union, i cinco su- 
plentes de los Majistrados de la Corte suprema federal, 
determinando el orden en que deben reemplazar á los 
principales, por falta absoluta ó temporal. 

12. Resolver sobre los Tratados i Convenios públi- 
cos que el Presidente de la Union celebre con las otras 
naciones, i sobre los contratos que haga con los Estados 
i con los particulares, bien sean nacionales ó estranje- 
ros, que deba someter á su consideración. 
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13. Crear los empleos que demanda el servicio pú- 
blico nacional, i establecer las reglas sobre suprotision, 
salario i desempeño. 

14. Pedir al Poder Ejecutivo cuenta de todas sus 
operaciones, i cualesquiera informes escritos ó verbales 
que necesite para la mejor espedicion de sus trabajos. 

15. Designar, de entre los Jenerales de la Repú- 
blica, hasta ocho disponibles i de ellos nombrará el 
Poder Ejecutivo el Jeneral en Jefe del Ejército con 
arreglo á la lei ; pudiendo removerlo la Cámara de Re- 
presentantes cuando lo estime coveniente ; i 

16. Lejislar sóbrelas materias que son de compe- 
tencia' del Gobierno jeneral. 

Arr. 30. Ni el Congreso ni las Cámaras lejislativas 
por separado, podrán delegar ninguna de sus atribu- 
ciones. 



SECCIÓN TERCERA, 
Senado. 

Art. 51. Son atribuciones del Senado . 

1*. Aprobar el nombramiento de Secretarios de 
Estado, hecho por el Poder Ejecutivo; el de los emplea- 
dos superiores en los diferentes departamentos admi- 
nistrativos, el de los Ajentes diplomáticos i el de los 
Jefes militares. 

2'. Aprobar las instrucciones del Poder Ejecutivo 
á los Ajentes diplomáticos , para celebrar Tratados 
públicos. 

3*. Decretar la suspensión del Presidente de los 
Estados Unidos i de los Secretarios de Estado, i ponerlos 
á disposición de la Corte Suprema federal, á virtud de 
acusación de la Cámara de Representantes, ó del Pro- 
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curador jeneral, cuando hubiere lugar á fonoacion á& 
causa <coatra a({ueUos fuciouarios por delitos comuneSj. 

4''. Conocer de las causas de responsabilidad coooitra 
el Presidente de los Estados Unidos, los Secr^etarios de 
Estado, los Majistradosde la Corte Suprema .federal i el 
Procurador jeneral de la Nación, á virtud de acusación 
de la Cámara de Representantes, por delitos cometidos 
en el desempeño de sus funciones ; i 

5*. Decidir definitivamente sobre la nulidad ó 
validez de los actos lejislativos de las Asambleas 
de los EgtadoSa que se denuncien como contrarios 
á la Constitución de la República. 

Art. 52. En receso del Senado, i exijiéndolo el buen 
servicio público, se permite al Poder Ejecutivo nom- 
brar Secretados de Estado , Ajentes diplomáticos i 
empleados superiores en los Departementos administra- 
tivos, debiendo someter estos nombramientos á la apxo* 
bacion del Senado en su próxima reunión. 



SECCIÓN GUAETA. 

cámara de Representantes. 

Art. 53. Son atribuciones de la Cámara de Repre-- 
sentantes : 

ÍK Examinar i fenecer definitivamente la cuenta 
jeneral del Tesoro Nacional. 

2*. Acusar ante el Senado al Presidente de los 
Estados Unidos, á los Secretarios de Eatado^ á los Ma* 
jiatrados de la Corte Suprema federal i al Procurador 
jenerai de la Nación, en los casos i para los efectos de 
los incisos 3o. i 4o. del artículo 51. 

3''. Cuidar de que los funcionarios i empleados 
públicos al semcio de los Estados Unidos desempeñen 
cimiplidamente sus deberes, i reijuerir al ájente res- 
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pectivo del Ministerio público para que intente la acu- 
sación del caso contra los que incurrieren en respon- 
sabilidad ; i 

4a. Nombrar anualmente, i por mayoría absoluta 
de votos, el Procurador jeneral i dos suplentes. 



SECaON QUINTA. 
Formación de las leyes 

Art. 54. En las Cámaras del Senado i de Represen- 
tantes pueden tener oríjen todos los proyectos de lei 
que propongan sus miembros, ó los que por medio de 
comisiones de las mismas Cámaras se presenten á la 
discusión, escepto los que establezcan contribuciones ü 
organicen el Ministerio público, los cuales tendrán 
orijen en la Cámara de Representantes. 

Art. 55. Ningún proyecto será lei sin haber tenido 
en cada Cámara tres debates en distintos dias, i sin 
haber sido aprobado por la mayoría absoluta de los 
miembros presentes en la respectivas sesiones. 

Art. 56. Todo proyecto lejidativo necesita, ademas de 
la aprobación de las Cámaras, la sanción del Presidente 
de la Union, quien tiene el derecho de devolver el pro- 
yecto á la Cámara de su oríjen para que sea reconside- 
rado, acompañando las observaciones que motiven la 
devolución. 

Art. 57. Si el proyecto se devuelve por inconstitu- 
cional ó por inconveniente en su totalidad, i una de las 
Cámaras declara fundadas las observaciones hechas por 
el Presidente de la Union, se archivará i no podrá to- 
marse en consideración otra vez en las mismas sesiones. 
§. Si ambas Cámaras declaran infundadas las ob- 
servaciones, se devolverá el proyecto al Presidente de 
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la Union, quien en tal caso no podrá negarle su san- 
ción. 

Art. 58. Si las observaciones del Presidente de la 
Union se contraen solamente á alguna ó algunas de las 
disposiciones del proyecto, i ambas Cámaras las decla- 
ran fundadas en todo ó en parte, se reconsiderará el 
proyecto, i se harán las modificaciones necesarias en 
la parte ó las partes á que se hayan contraído aquellas 
observaciones. 

§ 1. Si las modificaciones adoptadas son conformes 
á lo propuesto por el Presidente de la Union, éste no 
podrá negar su sanción al proyecto ; pero si no lo son, 
ó se introducen disposiciones nuevas, ó se suprime 
alguna que no haya sido objetada, el Presidente podrá 
hacer nuevas observaciones al proyecto. 

§ 2. Si una de las Cámaras declara infundadas las 
observaciones i la otra fundadas, se archivará el pro- 
yecto. 

§ 3. En todo caso en que ambas Cámaras declaren 
infundadas las observaciones, el Presidente de la Union 
tiene el deber de sancionar el proyecto. 

§ 4. Cuando se introduzcan disposiciones nuevas, al 
considerar las observaciones del Poder Ejecutivo, su- 
frirán dos debates i en distintos dias, en cada Cámara. 
Art. 59. El Presidente de la Union tiene el término 
de seis dias para devolver todo proyecto con observa- 
ciones, cuando éste no conste de mas de cincuenta arti- 
cules ; si pasa de este número, el término será de diez 
dias. 

§. Todo proyecto* no devuelto dentro del término 
sefiíalado, debe ser sancionado ; pero si el Congreso se 
pusiere en receso durante el término concedido al Pre- 
sidente para devolver el proyecto, tendrá éste la precisa 
obligación de sancionarlo ü objetarlo dentro de los diez 
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días figuieate» al «a que el Congreso «e baya poeafco 
en receso, i ademas, la de publicar por la imprenla el 
resoltado. 

Art. 60. Todo proyecto lejíBlativo que, al ponerse en 
receso Jas Cümaras, quede p^idiente, se tendrá cobio 
proyecto nuevo 4)uaDdo se discuia en las sesiones in^ 
medíalas. 

Art. 6K £n las leyes i los decretos lejislstiyos se 
usará de esta fórmula : 



iL mmu iK 108 isTAMs oiiDes H mimk -- 

DECaETA : 

SECCIÓN SESTA. 
Bisposiciones comunes á las dos Cámaras 

Axt. 62. Cada Cámara tiene la facultad priva^iiya de 
de crear los empleados i darse los reglamentes que 
juzgue necesarios para la dirección i el desempeño de 
sus trabajos i para la policía interior del edificio de sus 
sesiones. En estos reglamentos pueden establecerse las 
peoas correccáonales con que deba castigar á sus pro* 
pios miembros por las faltas en que incurran, i á cua- 
lesquiera individuos por los atentados que cometan 
contra la inmunidad de sus miembros. 

Art. 63. Cada Cámara es competente para decidir las 
cuestiones que se susciten sobre caUfícacion de sus pro- 
pios miembros, cuando por algún Estado se presente 
un número de Representantes ó de Senadores mayor 
que el que le corresponde, i todos exhiban credenciales 
en debida forma. 
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CAPITULO VH. 

Poder XJjeoutivo. 

Art. 64. iBl Poder Ejecutivo de la Union «e ejerce 
por un 3áa3Í3tmáo <iue se denominará Presidente de Ic^ 
Esfiados UnidoB de Colombia, i que empezará á funejí^* 
nar el dia !•. de abril próximo al de su elección* 

Axi. 65. En caso de falta dJi)soluta<} temporal del Pre- 
sidente de la Union, asumirá este titulo i ejercerá ^el 
Podur Ejecutivo uno de los tres Designados que, popp 
mayoría absoluta dija cada aík) el Congreso, determi* 
nando el orden de sustíiucion. 

§ 1. Pero si por cualquier motivo el Congreso np 
hubiere elegido Designados, ó si ninguno de ellos se 
hallare en la capital de la Union, ó no pudiere, por otra 
circunstancia, encargarse del Poder Ejecutivo, quedará 
éste accidentalmente á cargo del Procurador jeneral, 
i en «u defecto, de los Presidentes, Gobernadores ó 
Jefes Superiores de los Estados, elejidos pc^ularmente 
en €& árdea de sustitución que cada, ano determine el 
Congreso. 

§ 2. La iei detenninará cuándo deba {o^oeedeise 
á nueva elección de Presidente en caso de íalta absoluta 
deéi^. 

§ 3. El período de duración de Im Designados para 
ejercer ^ Pod^ Sjecuüvo será un año, contado desde 
el 1* 4ñ abril siguiente á su elección. 

§ 4. Si la reunión del Congreso no pudiere tener 
efecto en la época que le está señalada, ó en el caso de 
que se haya omitido la elección de los Designados, el 
periodo de duración de estos continuará hasta que la 
reunión tenga lugar i se baga nueva designación. 
Art. 66. Son atribuciones del Presidente de la Union : 
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1«. Dar las disposiciones convenientes para la 
cumplida ejecución de la leyes. 

2*. Cuidar de la exacta i fiel recaudación de las 
rentas nacionales. 

3*. Negociar i concluir los tratados i convenios 
públicos con las Naciones estranjeras, ratificarlos i can- 
jearlos , previa la aprobación del Congreso, i cuidar 
de su puntual observancia. 

4*. Celebrar cualesquiera convenios ó contratos 
relativos á los negocios que son de la competencia del 
Gobierno de la Union, sometiéndolos á la aprobación 
del Congreso para llevarlos á efecto ; salvo que las es- 
tipulaciones en ellos contenidas se hayan prefijado en 
una lei. 

5*. Declarar la guerra cuando la haya decretado el 
Congreso, i dirijir la defensa del pais en caso de inva- 
sión estranjera; pudiendo llamar al servicio activo, si 
fuere necesario, la milicia de los Estados. 

6». Dirijir les operaciones de la guerra como Jefe 
Superior de los Ejércitos 1 de la marina de la Union. 

7*. Nombrar para todos los empleos públicos de la 
Union las personas que deban servirlos, cuando la 
Constitución ó las leyes no atribuyan el nombramiento 
á otra autoridad. 

8«. Remover de sus destinos á los empleados que 
sean de su nombramiento. 

9* Presentar á la Cámara de Representantes, en el 
primer dia de sus sesiones anuales, el Presupuesto de 
rentas i gastos de la Union i la ctfenta jeneral del Pre- 
supuesto i del Tesoro. 

10. Cuidar de que la justicia se administre pronta i 
cumplidamente, promoviendo, por medio de los que 
ejercen el Ministerio público, el juzgamiento de los de- 
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lincuentes i el despacho de los negocios civiles que se 
yentilen en los tribunales i juzgados de la Nación. 

1 1 .Impedir cualquiera agresión armadade un Estado 
de la Union contra otro de la misma, ó contra una na-^ 
cion estranjera. ' 

12. Cuidar de que elCongreso se reúna el dia seña- 
lado por la Constitución, dando con oportunidad las 
disposiciones necesarias para que los Senadores i Repre* 
sentantes reciban los auxilios que para su marcha haya 
Señalado la lei. 

13. Conceder patentes garantizando por determinado 
tiempo la propiedad de las producciones literarias, de 
las invenciones útiles aplicables á nuevas operaciones 
industriales ó á la perfección de las existentes. 

14. Nombrar ,con aprobación del Senado, los Secre- 
tarios de Estado, los empleados superiores de los dife- 
rentes departamentos administrativos, los Ajentes di- 
plomáticos, i los Jefes militares cuyo nombramiento le 
corresponde, 

15. Conceder cartas de naturalización con arreglo á 
la lei. 

16. Espedir patentes de corso i de navegación. 

17. Presentar al Congreso, en los primeros dias de 
sus sesiones ordinarias, un informe escrito acerca del 
curso que hayan tenido durante el último período los 
negocios de la Union, i sobre la situación actual de 
ellos, acompañando las Memorias que son de cargo de 
los Secretarios de Estado. 

18. Dar á ks Cámaras lejislativas los informes espe- 
ciales que soliciten, siempre que no versen sobre nego- 
ciaciones diplomáticas que á su juicio requieran reserva. 

19. Velar por la conservación del orden jeneral ; i 

20. Desempeñar las demás funciones que le estén 
atribuidas por la Constitución i las leyes. 
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Ar,t. 6?. Cuando el Presidente dirija per8onalm^at;^ 
las operacicmes loilitares fuera de la capital de la Union, 
el re^ectivo Designado quedará encargado del Poder 
Ejecutivo en los demás ramos de la Administración. 

Art. 68. Para el despacho de los negocios de la ccau* 
peteacia del Poder Ejecutivo de la Union, tendrá el 
Presidente los Secretarios de Estado que determine la 
lei. Todos los actos del Presidente, con escepcion de lo^ 
decretos de nombramiento ó remoción de los Secretgb* 
nos de Estado, serSLn autorizados por uno de estos, siir 
lo cual no deberán ser obedecidos. 



CAPITULO vm. 

Poder Judicial. 

Art. 69. El Poder judicial se ejerce por el Senado, por 
una Corte Suprema federal, por los Tribunales i Juzga- 
dos de los Estados, i por los que se establezcan ,en los 
Territorios que deban rejirse por lejisladon especial. 

§. Los juicios por delitos i faltas militares de las 
fuerzas de la Union, son de competencia del Poder ju- 
dicial nacional. 

Art. 70. La Corte Suprema federal se compondrá de 
cinco Majistrados, no pudiendo haber en ella, á un 
mismo tiempo, mas de un Majistrado que sea ciuda- 
dano, natural ó vecino de un mismo Estado. 

Art. 71. Son atribuciones de la Corte Suprema fede* 
ral : 

1*. Conocer de las causas por delitos comunes con- 
tra el Presidíate de la Union i los Secretarios de Es- 
tado, previa la suspensión declarada por el Senado, 
cuando decida que hai lugar á formación de causa. 

2\ Conocer de las causas por delitos comunes contra 
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ei Procurador jeneral de la Union, los Majistrados do la 
misma Corte Suprema, i los Ministros públicos de la 
Nacioa en el estranjero; 

3*. Conocer de las causas de responsabilidad contra 
los empleados diplomáticos i consulares de la ünion, 
poí mal desempeño en el ejercicio de sus funciones. 

4* Conocer de las causas de responsabilidad contra 
tos Gobernadores, Presidentes, Jefes Superiores i Magis- 
trados de los Tribunales superiores de los Estados, por 
infracción déla Constitución i leyes de la Union. 

5'. Conocer de las causas de responsabilidad con* 
trft los Jenerales i Comandantes en Jefe de las fuerzas 
nacionales, i contra los Jefes superiores de las oficinas 
principales de Hacienda de la Union. 

6« Decidir las cuestiones que se susciten éntrelos Es- 
tados ó entre uno ó algunos Estados i el Gobierno je-* 
nj^cBl de la Union, sobre competencia de facultades, 
propiedades, límites i demás objetos contenciosos. 

7*. Conocer de los negocios contenciosos sobre pre- 
sas marítimas, contravención por buqfues nacionales d 
estranjeros á las disposiciones legales relativas al co- 
mercio esterior, de cabotaje i costanero, ó á las forma- 
lid!ades que deben observarse en los puertos nacionales, 
i sobre las disposiciones relativas á la navegación 
marítima i de los ríos que bañen el terrítorio de mas 
de un Estado, ó que pasen al de una Nadon limítrofe; 

8». Conocer de las controversias que se susciten 
sobre los contratos i convenios que el Gobierno de la 
Union celebre con los Estados, ó con los particulares, i 
en última instancia, en toda cuestión en que deban apli- 
carse las estipulaciones de los Tratados públicos. 

9*. Conocer de las controversias que se susciten re- 
lativas á las comunicaciones interoceánicas por el terri- 
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torio de la Union, i á la seguridad del tránsito por 
ellas. 

10. Conocer de todos los negocios contenciosos que 
se refieran á bienes i rentas de la Union. 

11. Dirimir las competencias que se susciten entre 
los Tribunales i Juzgados de diferentes Estados, entre 
los Tribunales i Juzgados de uno ó mas Estados i los 
Tribunales de la Union, ó entre dos ó mas de estos últi* 
mos. 

12. Nombrar los empleados subalternos de la mis- 
ma Corte, i removerlos libremente. 

13. Dar todos los informes que las Cámaras lejisla- 
tiTas, el Presidente de la Union i el Procurador jene- 
ral le pidan respecto de los negocios de que conoce. 

14. Declarar cuáles son los actos del Congreso Na- 
cional ó del Poder Ejecutivo de la Union, que ban sido 
anulados por la mayoría de las Lejislaturas de los 
Estados; i 

1 5. Ejercer las demás funciones que la lei determine 
respecto de los negocios de la competencia del Gobierno 
jeneral. 

Axt. 72. Corresponde á la Corle Suprema suspender, 
por unanimidad de votos, á pedimento del Procurador 
jeneral ó de cualquier ciudadano, la ejecución de los 
actos lejislativos de las Asambleas de los Estados, en 
cuanto sean contrarios á la Constitudon ó á las leyes de 
la Union, dando en todo caso cuenta al Senado para que 
éste decida deflnitavamentel sobre .la validez ó nulidad 
de dicbos actos. 

CAPITULO IX. 
Ministerio público. 

Art. 73. El Ministerio público se ejerce por la Cá- 
mara de Representantes, por un funcionario denomi- 
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. nado **Procurador jeneral de la Nación, i por los demás 
funcionarios que determine la lei. 
Art. 74. Son atribuciones del Ministerio público : 

la. Cuidar de que todos los funcionarios públicos al 
servicio de la Union desempeñen cumplidamente sus 
deberes. 

"S". Acusar ante el Senado ó la Corte Suprema fede- 
ral á los funcionarios justiciables por estas corpora- 
ciones; i 

3*. Desempeñar las demás funciones que la lei le 
atribuya. 

CAPITULO X. 
meooioiies. 

Art. 75. La elección del Presidente de la Union se 
hará por el voto de los Estados, teniendo cada Estado 
un voto, que será el de la mayoría relativa de sus res- 
pectivos electores, según su lejislacion. El Congreso de- 
clarará elejido Presidente al ciudadano que obtenga la 
mayoría absoluta de los votos de los Estados. En caso de 
que ninguno tenga dicha mayoría, el Congreso elejirá 
entre los que reúnan mayor número de votos. 

§. El ciudadano que hubiere ejercido la Presiden- 
cia no podrá ser reelejido para el próximo período. 

Art. 76. La elección de Majistrados de la Corte Supre- 
ma federal se hará de la manera siguiente : 

La Lejislatura de cada Estado presentará al Congreso 
una lista de individuos en número igual al de las plazas 
que deban proveerse, i el Congreso declarará elejidos los 
cinco que reúnan mas votos i satisfagan la condición 
puesta en el articulo 70. Todo empate se decidirá por 
la suerte. 
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CAPITULO XI. 

Biftposioloxte» VÚ»ÍBM^ 

Art. "77. Los altos poderes federales pesídirán en el 
tugar ó en los lugares que designe la lei. 

Art. 78. Serán rejidos por una lei especial los Terri- 
torios poco poblados, ú ocupados por tribus de indíje- 
nas, que el Estado ó Estados á que pertenezcan consien- 
tan en ceder al Gobierno j enera! con el objeto de 
fomentar colonizaciones i realizar mejoras materiales. 
§. Desde que un territorio cuente población civili- 
.¿ada que pase de tres mil habitantes, mandará á la 
Cámara de Representantes un Comisario, que tendrá 
voz i voto en la discusión de las leyes concernientes á 
los Territorios, i voz, pero no voto, en las leyes de in- 
terés jeneraL Desde que la población civilizada llegue 
á veinte i cinco mil habitantes, el Territorio mandará, 
en vez de Comisario, un Diputado con voz i voto en toda 
discusión ; i de cincuenta mil habitantes arriba, man- 
dará los Diputados que le correspondan conforme al 
artículo 38 de esta Constitución. 

Art. 79. El período de duración del Presidente de los 
Estados Unidos i de los Senadores i Representantes 
será de dos años. 

Art. 80. El período de duración de los Magistrados 
de la Corte Suprema federal, será de cuatro años; i el 
del Procurador jeneral de la Nación será de dos años. 

Art. 81* No podrán ser elejidos Senadores ni Repre- 
sentantes el Presidente de la Union, sus Secretarios de 
Estado, el Procurador jeneral i los Majistrados de la 
Corte Suprema federal. 

Art. 82. Los empleados amovibles por el Presidente 
de la Union cesan en sus destinos si admiten el cargo 
de Senador ó Representante. 



Digitized by 



Google 



1 



— 33 — 

Art. 83. Cesan igualmente en sus destinos los emplea- 
dos amovibles por el Presidente déla Union, dos meses 
después de posesionado el elejido conforme á esta Cons- 
titución. 

Art. 84. Ninguna renta, contribución ó impuesto na- 
cional será exijible sin que se haya incluido nominal- 
mente en el Presupuesto que el Congreso deba espedir 
cada año. 

Art. 85. No se hará del Tesoro nacional ningún gasto 
para el cual no haya sido aplicada espresamente una 
suma por el Congreso, ni en mayor cantidad que la 
aplicada. 

Art. 86. Los sueldos del Presidente de la .Union, de 
los Senadores i Representantes, del Procurador jeneral 
de la Nación i de los Majistrados de la Corte Suprema 
federal, no podrán aumentarse ni disminuirse durante 
el período para el cual hayan sido electos los que desem- 
peñen dichos destinos en la época en que se haga el 
aumento ó la diminución. 

Art. 87. Los Majistrados de la Corte Suprema federal 
i los Jueces de los demás Tribunales i Juzgados nacio- 
nales, no pueden ser suspensos sino por acusación le- 
galmente intentada i admitida, ni depuestos sino á 
virtud de sentencia judicial conforme á las leyes. 

Art. 88. Es prohibido á los colombianos admitir em- 
pleos, condecoraciones, títulos ó rentas de Gobiernos 
estranjeros sin permiso del Congreso : el que contra 
esta disposición lo hiciere, perderá la calidad de colom- 
biano. 

Art. 89. Es prohibido á todo funcionario ó corpora- 
ción pública el ejercicio de cualquiera función ó autori- 
dad que claramente no se le haya conferido. 

Art. 90. El Poder Ejecutivo iniciará negociaciones 
con los Gobiernos de Venezuela i Ecuador para la unión 



I'» DigitizedbyVnOOQlC 



- 34 - 

voluntaria de las tres secciones de la antigua Colombia 
en nacionalidad común bajo una forma republicana, 
democrática i federal, análoga á la establecida en la 
presente Constitución, i especificada, llegado el caso, 
por una Convención jeneral constituyente. * 

Art. 91. El Derecho de jentes hace parte de la lejis- 
lacion nacional. Sus disposiciones rejirán especialmente 
en los casos de guerra civil. En consecuencia, puede 
ponerse término á ésta por medio de Tratados entre los 
belijerantes , quienes deberán respetar las prácticas 
humanitarias de las naciones cristianas i civilizadas. 



CAPITULO XII. 
Beforma. 

Art. 92. Esta Constitución podrá ser reformada total 
ó parcialmente con las formalidades siguientes : 

1«. Que la reforma sea solicitada por la mayoría de 
las Lejislaturas de los Estados. 

2* Que la reforma sea discutida i aprobada en am- 
bas Cámaras conforme á lo establecido para la espedi- 
cion de las leyes ; i 

3*. Que la reforma sea ratificada por eWoto uná- 
nime del Senado de Plenipotenciarios, teniendo un voto 
cada Estado. 

También puede ser reformada por una Convención 
convocada al efecto por el Congreso, á solicitud de la 
totalidad de las Lejislaturas de los Estados, i compuesta 
de igual número de Diputados por cada Estado. 
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CAPITULO XIII. 
Béjimen. 

Art. 93. La presente Constitución rejirá desde su 
publicación oficial siempre que obtenga la ratificación 
unánime de las Diputaciones de los Estado^ reunidos 
en esta Convención, como representantes de la Sobera- 
nía de los Estados. Si la Diputación de algún Estado 
negare su ratificación, la Constitución no será obliga- 
toria para el Estado que aquella representa, el cual ma- 
nifestará en definitiva su voluntad por medio de su 
Asamblea lejislativa, 

§. Si dicha Asamblea no resolviere nada en su mas 
próxima reunión, ó si no se reúne dentro de tres meses 
después de recibida en la capital del Estado la pre- 
sente Constitución, se tendrá por aceptada como lo 
hayan hecho los otros Estados. 

Dado en Rionegro, á 8 de mayo de 1863. 

El Presidente, Diputado por el Estado Soberano de 
Panamá, 

Justo Arosemena. 

El Vicepresidente, Diputado por el Estado Soberano 
del Cauca. 

Julián Trujillo. 

El Diputado por el Estado Soberano de Anlioquia, José Maria 
Rojas Garrido. — El Diputado por el Estado Soberano de Antloquia» 
Domingo Díaz Granados. — El Diputado por el Estado Soberano de 
Antloquia, Mamerto García. — El Diputado por el Estado Soberano 
de Antloquia, Antonio Mendoza. — El Diputado por el Estado Sobe- 
rano de Antioqula, Camilo Antonio Ecbeverri. — El Diputado por el 
Estado Soberano de Antloquia, Juan C. Soto. — El Diputado por el 
Estado Soberano de Antloquia, Nicolás F. Villa. — El Diputado por 
el Estado Soberano de Bolívar, Antonio González Garazo. -Ei Dipu- 
tado por el Estado Soberano de Bolívar, José Araujo. — El Diputado 
por el Estado Soberano de Bolívar, Benjamín Noguera . — El Diputado 
por el Estado Soberano de Bolívar, Ramón Santodoraingo Vila. — 
El Diputado por el Estado Soberano de Bolívar, Felipe S. Paz. — 
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El lipotado por el Estado Soberano de Bolirar, Eloi Porto. — El 
Dipntado por el Estado Seberano de Boyacá, Sanios Gutiérrez, -r- 
El Diputado por el Estado Soberano de Boyacá, Santos Acosta. — El 
Diputado por el Estado Soberano de Boyacá, Antonio Ferro. — El 
Diputado por el Estado Soberano de Boyacá Pedro Gortei Holgnin. 

— El Diputado por el Estado Soberano de Boyacá» Ensebio Otálora. 
^ El Diputado por el Estado Soberano de Boyacá, José del Cároen 
Rodríguez. — El Diputado por el Estado Soberano de Boyacá, Gabriel 
A. Sarmiento. — El Diputado por el Estado Soberano de Boyacá, 
Santiago Izipiierdo.— El Dipntado por el Estado Soberano de Boyacá, 
Aníbal Cnrrea. — El Diputado por el Estado Soberano del Cauca, 
Tomas G. de Mosquera. — El Diputado por el Estado Soberano del 
Cauca, Andrés Cerón. — El Dipotado por el Estado Soberano del 
Cauca, Ezequiel Hurtado. — El Diputado por el Estado Soberano del 
Cauca, Peregrino Santacoloma. — El Diputado por el Estado Sobe- 
rano del Cauca, Ramón María Arana.— El Diputado por el Estado 
Soberano del Cauca, Nicomédes Contó. — El Diputado por el Estado 
Soberano del Cauca, Antonio L. Gusman.— El Diputado por el Estado 
Soberano del Cauca. Vicente G. de Piüérez. — El Diputado por el 
Estado Soberano de Cundinamarca, Ramón Gómez. — El Dipntado 
por el Estado Soberano de Cundinamarca, Francisco J. Zaldúa. — 
£1 Diputado por el Estado Soberano de Cundinamarca, Francisco de 
P. Matens. — El Dipntado por el Estado Soberano de Cundicamarca; 
Juan A. Cricoechea. — El Dipntado por el Estado Soberano de Cun- 
dinamarca, Lorenzo María Uéras. — £1 Diputado por el Estado Sobe- 
rano de Cundinamarca, Manuel Ancízar. — El Diputado por el 
Estado Soberano de Cundinamarca, Salvador Camacbo Roldan. — 
El Dipntado por d Estado Soberano del Magdalena, José María L. 
Herrera. —El Didotado por el Estado Soberdno del Magdalena, Luis Cá- 
pela Toledo — El Diputado por el Estado Sobercno del Magdalena, Ma- 
nuel L. Herrera. — El Dipntado por el Estado Soberano del Magda- 
lena, Juan Manuel Barrera.— El Diputado por el Estado Soberano del 
Magdalena, Augastin Núñez. — El Diputado por el Estado Soberano 
de Panamá, Buenaventura Correoso. — El Diputado por el Estado 
Soberano de Panamá, Gabriel Neira. — El Dipntado por el Estado 
Soberano de Panamá Guillermo Linchy. — El Dipotado por el Es- 
tado Sobarano de Panamá, José Encarnación Brandan. — El Dipu- 
tado por el Estado Soberano de Panamá, Guillermo Figueroa. — 
El Dipntado por el Estado Soberano de Santander, Focion Soto. — 
El Diputado por el Estado Soberano de Santander, Aqnileo Parra. — 
El Diputado por el Estado Soberano de Santander, Narciso Cadena. 

— El Diputado por el Estado Soberano de Santander, Alejandro Gó- 
mez Santos. — El Diputado por el Estado Soberano de Santander, 
Felipe Zapata. — £1 Diputado por el Estado Soberano de Santander, 
Marcelino Gutiérrez. — El Diputado por el Estado Soberano de San- 
tander, Gabriel Vargas Santos. — El Diputado por el Estado Sobe- 
rano del Tolima, José Hilario López. — El Diputado por el Estado 
Soberano del Tolima, Bernardo Herrera. — El Diputado por el Estado 
Soberano del Tolima, Liborio Duran. — El Diputado por el Estado 
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Soberano del Tolima, José María Caéllar Proveda. — El Diputado por 
el Estado Soberano del Tolima, Manuel Antonio Villoría. —El Dipu- 
tado por el Distrito federal, Eastorjio Salgar. — El Diputado por el 
Distrito federal, Wenceslao Iváñez. 

El Secretario, Climaco Gómez F. 



CONSTITUCIÓN 

DE LOS 

ESTADOS UNIDOS DE COLOMBIA- 

ANTECEDENTES. 

Como lo observa un escritor nacional (1), « el in- 
menso territorio que lleva hoi el nombre de Estados 
Unidos de Colombia no formaba antes ni al tiempo del 
descubrimiento un solo pais, esto es, una rejion deter- 
minada sometida á un mismo gobierno. Habia en él 
tantos paises como tribus indijenas i tantos pueblos 
como tribus, las cuales vivían aisladas unas de otras, 
ó manteniendo cuando mas mui lijeras relaciones de 
comercio. » 

Entre estas las mas civilizadas eran las que formaban el 
imperio cbibcha sobre las altiplanicies de Tunja i Bogotá, 
ó sea, las de tundamas i muiscas con otras de menor 
importancia. I también fueron, como en el Perú i el 
Ecuador, las que menos resistencia presentaron á los 
conquistadores. Los principales combates que estos 
tuvieron que sostener se lidiaron con los darienes del 
istmo de Panamá, los macanas i los turbacos de Cala- 
mari (Cartajena), los muzos de Vélez, los panchos 
de Cundinamarca, los paeces i pijaos del Tolima, i 
otros semisalvajes de los climas ardientes. 

(1) El Sor. Felipe Pérez, JeografíaJeneral de los Estados Unidos 
de Colombia, páj. 80. 
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No méftos variado que las tribus hállase el territorio 
que ocupaban : allí se vieron costas marítimas sobre 
dos océanos, valles, montañas, grandes rios, llanuras, 
nevados i arenales ardientes, con todos los climas i 
todos los productos naturales ó propios de cada rejion. 
Tal fué el pais, que al fín llamó Quesada, por Ja seme- 
janza que encontró en cierto lugar de la altiplanicie 
bogotana con su pais natal, Nueva Granada, i que 
después de gobernado irregularmente por autoridades 
situadas en los principales centros de población, Pana- 
má, Santamarta i Popayan, se erijió en presidencia, 
separada del vireinato del Perú en el año de 1563. 
Elevóse en 1719 á la categoría de vireinato, que solo 
duró hasta mayo de 1724, pues por informes desfavo- 
rables de Villalonga, primer virei, se restableció la 
presidencia. Pero en 24 de abril de 1740 se creó de 
nuevo i definitivamente el vireinato, que subsistió hasta 
1810, en que virtualmente quedó suprimido por los 
movimientos separatistas de aquel año célebre en los 
,^festos americanos. 

Dos hechos notables por su tendencia revolucionaria 
acontecieron en Nueva Granada en el último quinto del- 
si^lo diez i ocho. Fué el primero la sublevación llamada 
de los comuneros, que empezó en el Socorro en marzo 
de 1781, i se estendió primero á otras provincias del 
norte, cundiendo después por algunas del sur. Ocasio- 
nólo la exasperación producida por la imposición de 
numerosos tributos, con que el rejente i visitador fiscal, 
Pifiérez, quiso aumentar las rentas para subvenir á los 
gastos de la guerra que con los ingleses tenia España. 
Después de haber tomado grandes proporciones,se apa- 
ciguó por el arzobispo (después virei) Góngora, quien 
logró que se diese una amnistía, la cual no se cumplió 
sino en parte; pues fueron sacrificados, entre otros 
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cabecillas, el famoso Galan^ á quien se descuartizó 
según la usanza española (1). 

El otro hecho notable ocurrió en 1794, i fué la grande 
escitacion producida por una traducción de los Derechos 
del hombre^ que publicó D. Antonio Nariño í le causó 
un proceso de que resultó, aunque no inmediatamente, 
su condena á larga prisión en España, de donde se 
fugó. Eran los destellos de la revolución francesa, que 
llegaban hasta la América española , no obstante 
la vijilancia de los peninsulares, i preparaban el sacu- 
dimiento de 1810. 

En la revolución de Nueva Granada por la indepen- 
dencia hubo menos unidad que en la de las demás sec- 
ciones hispano-americanas. Las provincias procedieron 
desde el principio con independencia de la capital, cuyos 
movimientos ni aguardaban para emprender los suyos, 
ni seguían luego ciegamente. Desde 22 de mayo de 
1810 empieza á ajitarse Cartajena, i en 14 de junio 
ponen preso los patriotas al gobernador Montes, porque 
reconocía la Junta Central de España. En 4 del mismo 
dá principio la revolución en Pamplona, el 10 de julio, 
en el Socorro, i el 20 en Bogotá ó Santa fé por la 
aclamación que hace el cabildo de una junta de 
gobierno, á semejanza de las de España, para gobernar 
á nombre de Femando Vn durante su cautividad. Lo 
mismo hacen á su tumo las demás provincias, que no 
estaban supeditadas por fuertes guarniciones. 

Venciendo la oposición del virei Amar, i después de 
una tumultuosa discusión durante la noche del 20, 
instálase la junta de Santafé al amanecer del 21 de julio, 



(1) Gomo en 1799 á D. José M* España, cuyo suplicio presenció 
horrorizado el joven J* Félix Ribas, después ínclito jeneral yenezo- 
lano, á quien cupo en 18i4 una suerte análoga. 
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compuesta del apuntamiento i de 24 diputados del 
pueblo. 

Nombróse de presidente al mismo virei Amar i de 
vice al Dr. J. Miguel Pei ; pero el pueblo hizo prender 
al primero el -25, desconoció el 26 el consejo de réjen- 
cia, é hizo salir á Amar con su familia el 15 de agosto 
para Gartajena, de donde siguió á España. 

Con fecha 29 de julio dirijió la junta de Santafé 
una modesta invitación á las demás provincias para 
que enviasen representantes á la capital del reino á razón 
de uno por cada provincia á fín de formar un gobierno 
provisorio jeneral, i de convocar á una asamblea que 
fuese como las cortes del reino. Pero en 19 de setiembre 
la junta de Gartajena, en un estenso i bien fundado 
manifiesto propuso á la consideración de ]as provincias 
que la elección de los diputados se hiciese en proporción 
ala población ; que ellos compusieran desde luego el 
congreso definitivo, inútilmente diferido por la junta 
de Santafá, i que su reunión tuviese lugar en la ciudad 
de Antioquia ó la villa de Medellin. Al mismo tiempo 
se pronunciaba por el sistema federativo, que en su 
concepto pedian todas las provincias, i era en efecto 
mui popular entre la mayoría de los hombres notables. 
Ni una ni otra reunión llegó á efectuarse por entonces, 
debido en gran parte á esta doble acción de las juntas 
de Santafé i Gartajena, aunque ambas se espresaban 
en los términos mas comedidos i conciliatorios, renun- 
ciando á toda pretensión de imponer sus opiniones. 

Entre tanto, las provincias se gobernaban por si, to- 
maban gusto al réjimen propio, i no se afanaban por or- 
ganizar un gobierno jeneral, cuya necesidad no sentían 
al parecer. Por fin, en 22 de diciembre tuvo lugar una 
reunión en Santafé de diputados enviados por las pro- 
vincias de la capital. Mariquita, Neiva, Socorro, Pam- 
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piona i Nóvita, qae presidió el Dr. Manuel Bernardo Al- 
varez, i de que fué secretario don Antonio Nariño, am- 
bos de Santafé, i adversarios del sistema federativo. 
Tomó el nombre de congreso, se declaró depositaria de 
la soberanía nacional con el titulo de Alteza Serenísima, 
i bajo la influencia de Al varez i Narino trató de centra- 
lizar el gobierno. Opúsose á ello la junta de la capital, 
que tenia la fuerza, i triunfó del llamado congreso. Para 
lograr sus fines, Nariño hizo admitir en el seno de la 
corporación diputados de provincias recien creadas, lo 
que ocasionó la separación de otros miembros, i redu- 
cido mucho el número^ aquella suspendió sus sesiones, 
con gran desprestijio, á los dos meses de haberlas 
comenzado. 

a La junta de Antioquia, viendo que era urjente la 
formación del congreso, i que no tenia efecto la reunión 
en Medellin, había invitado á la de Gartajena para que 
enviaran sus diputados á Santafé. Se realizó en efecto, 
i cuando llegaron á la capital, se hallaron, con una no- 
vedad que tuvo mucho influjo en la revolución. La 
junta de Santafé, observando que todas las provincias 
hablan concentrado su administración interior, i que la 
opinión pública se había pronunciado por el sistema fe- 
derativo, trató de dar á su provincia una constitu- 
ción» (1). I efectivamente se sancionó, en marzo de 
1 81 1 , por un colejio constituyente, compuesto de muchos de 
los hombres mas notables de la época, i dio á la nueva 
entidad política el nombre de Estado de Cundinamarea. 
« Las sesiones públicas del colejio constituyente de 
Cundinamarea, á las que asistía un pueblo numeroso ; 
el decoro, orden i regularidad que hubo en ellas ; el 
entusiasmo, en fin, que escitó en los ánimos el nuevo 

(I) Restrepo, Historia de Colombia, !■ ed. t* 2<> páj. 131 
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orden de cosas ; todo coDtribuyó infinito á difundir las 
luces políticas en la Nueva Granada, i á introducir el 
arreglo en sus gobiernos provinciales (1). » 

Fué elejido presidente de Cundinamarca don Jorge 
Tadeo Lozano, i entró á desempeñar su puesto cuando 
se iniciaba por Venezuela aquel proyecto de unión ó 
liga, que Mandariaga llegó á reducir á tratado, según 
se ha dicho en otra parte. Lozano favorecia la idea, i 
para preparar la confederación pretendia que se hiciese 
una reforma en la división territorial por departamentos, 
lo que propuso á las provincias. Casi al mismo tiempo 
que esa propuesta, llegó á las provincias la constitución 
de Cundinamarca. « Los pueblos comenzaron á clamar 
por las reformas de sus gobiernos, porque las juntas 
ejercian todos los poderes, i estas no se negaron á tan 
saludable medida ; de suerte que á escepcion del 
Chocó i Gasanare, en que era imposible arreglar un 
gobierno por falta de hombres i de luces, las domas pro- 
vincias se dieron constituciones provisionales, i trataron 
de reunir colejios ó convenciones para constituirse per- 
manentemente (2); como lo hicieron en efecto mas tarde 
en 1812. » 

Nariño, cuya ambición le hacia poco respetuoso de 
los medios, habia llegado á crearse cierto partido é in- 
trigaba para hacer renunciar á Lozano con el objeto de 
sucederle. Logró efectivamente, por una asonada, tanto 
la renuncia de Lozano como su propia elección para la 
presidencia de Cundinamarca. Si el primero habia en- 
torpecido de un modo indirecto la reunión formal del 
congreso, el segundo la habría estorbado decididamente 
si hubiera podido, i si hubiera estado seguro de que no 



(1) Obra i tomo citados, páj. 236. 

(2) Obra i tomo citados páj. 254. 
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adoptaría sus ideas. Nariño pretendía la formacioD de 
un grande estado unitario, cuya capital fuese Santafé í 
cuyo jefe fuese el mismo Nariño, i ya que no lograse 
componerlo de todo el territorio granadino, quería ais- 
lar i engrandecer á Gundinamarca por medio de usur- 
paciones territoriales sobre las provincias vecinas, lo 
que no tardó en hacer con frivolos protestos. 

Apesar de lodo, los diputados de las provincias que 
se hallaban en Santafé continuaron reuniéndose desde 
su llegada, i después de calificar sus poderes, se deci- 
dieron por el sistema federal^ i adoptaron una acta, en 
forma de tratado, semejante á los Artículos de Confede- 
ración que los Estados Unidos sancionaron en 1T76, la 
cual redactó don Camilo Torres i se firmó en 2*7 de no- 
viembre de 1811. Constaba de setenta i ocho artículos, 
i se suscribió por los diputados de Antioquia, Cartajena, 
Neiva, Pamplona, i Tunja. Rehusaron hacerlo Alvarez, 
diputado por Cundinamarca, i Herrera por el Chocó, 
ambos parientes de Nariño, esponiendo el primero que 
tenia órdenes espresas de éste para no aceptar el sistema 
federativo, i el segundo que tal sistema le parecía incon- 
veniente i prematuro. 

Era el acta federal un documento bien redactado^ i 
notable para su época. Tuvo principal empeño en des- 
lindar los asuntos de competencia provincial i los que 
correspondían al gobierno de la nación ; aunque solo 
era un instrumento provisorio, según el cual se reuniría 
mas tarde una gran convención, que constituyese defi- 
nitivamente á la república, la cual se llamó Provincias 
Unidas de la Nueva Granada. Los poderes federales es- 
taban mal organizados, i en realidad se hallaban todos 
en manos del congreso (art® 59) ; aunque éste podia des- 
prenderse del judicial, mas no así del lejislativo i eje- 
cutivo. 
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Entre tanto i á virtud de una revolución popular en 
Cartajena esta provincia declaró su independenciaabsolu- 
tade España, en 11 de noviembre de 1811, por medio de 
una acta mui bien concebida, que adoptó su jimta de 
gobierno. Igual declaratoria hicieroD en 1813 las pro- 
vincias de Cundinamarca á 16 de julio, Antioguia á 11 
de agosto^ i parte de la de Popayan, ó sea los pueblos 
del valle del Cauca al norte de Quilichao^ en 8 de 
diciembre. Nunca la hubo especial del congreso, quizás 
por creerla innecesaria sobre todo después de la acción 
de Palacé en marzo de 1811. Pero el ánimo resuelto de 
sostener la independencia á todo trance (lo que vale mas 
que simples declaratorias) se manifestó mui terminante- 
mente en documentos ofíciales, entre otros, el oficio del 
presidente Torres, fecho á 9 de julio de 1814, i diri- 
jido al presidente de Quito don Toribio, Montes, en res- 
puesta al suyo que invitaba á la obediencia después de 
restituido Fernando VII « al trono de sus mayores. » 

Aunque el acta federal fué aceptada por un colejio 
representativo de Cundinamarca en mayo de 1812, 
esta provinciano se incorporó jamas voluntariamente á 
la ünion. Nariño que la presidio, una veces constitu- 
cionalmente i otras como dictador, fué enemigo constante 
del sistema federativo i del congreso federal. Hostilizó 
cuanto pudo á éste, que no pudo instalarse, después del 
orden constitucional establecido por el acta de 1811, 
sino á 4 de octubre de 1812 en la villa de Leiva, pro» 
vincia de Tunja, que le dio abrigo contra las vejaciones 
inferidas en Santafé de donde tuvo que salir. 

E¡1 congreso (que no dejó de cometer mas tarde algu- 
nas graves imprudencias, mui poco calculadas para 
lograr la armonía) procuró por muchos medios atraer 
á la ünion á la provincia de Cundinamarca, i 
para ello condescendió amenudo con cuanto 
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pretendía Nariño, que era ostensiblemente conservar la 
casa de moneda como renta provincial, i afirmar las 
adquisiciones territoriales hechas en menoscabo de las 
provincias de Mariquita, Socorro i Tunja. Después de 
muchas negociaciones inútiles, i de tres guerras entre 
Cundinamarca i las provincias representadas por el 
congreso vino á obtenerse la incorporación, por la fuerza, 
en diciembre de 1814, como resultado de la canpaña de 
Bolívar, jeneral déla ünion, sobre Santafé, que capituló. 
Ya para ese tiempo los españoles amagaban mui seria- 
mente por el norte i el sur, i la unidad de acción en los 
patriotas granadinos se hacia indispensable. Demás de 
eso, Alvarez, que habia sucedido á Nariño, en el go- 
bierno de Cundinamarca, desde principios del año en 
que aquel marchó á Popayan contra las fuerzas espa- 
ñolas, se habia hecho nn déspota insufrible para los 
patriotas i un protector de los enemigos de la inde- 
pendencia. Refujiados estos en Santafé, soplaban la tea 
de la discordia, propendiendo á mantener la separación 
de Cundinamarca, como medio de divertir la atención 
i de producirla debilidad de los patriotas. Incorporar á 
Cundinamarca era por tanto obtener una victoria en 
favor de la independencia i mejorar notablemente la 
causa de la revolución. Por consecuencia de la incor- 
poración de Cundinamarca, el congreso, que residía en 
la ciudad de Tunja, se trasladó á Santafé en 23 de enero 
de 1815. 

Para mejorar el gobierno, se adoptaron también por 
el congreso algunas medidas importantes durante el 
espacio de tres años, aunque las últimas, i principales, 
fueron un poco tardías. Ellas son por su orden : 1° el 
decreto de 28 de octubre de 1812, que separó el poder 
ejecutivo del congreso, i lo encomendó al presidente 
del mismo, á la sazón don Camilo Torres, exaltado fede- 



Digitized by 



Google 



— 46 — 

ralista ; i^ la reforma del acta federal, que se realizó en 
23 de setiembre de 1814, i centralizó los ramos de 
guerra i hacienda, confirió el poder ejecutivo áTnin- 
triunvirato (lo que entorpecia su acción), i declaró 
en suspenso las facultades lejislatívas de los gobiernos 
provinciales ; 3* la creación de un ejecutivo unipersonal 
en 15 de noviembre de 1815, á cargo de un presidente 
verdadero dictador por seis meses. Sirvieron como tales, 
sucesivamente, don Camilo Torres hasta el desastre de 
Cachiri^ el Dr José Fernández Madrid hasta poco antes 
del de la Cuchilla del Tambo, i Liborio Mejia como vice- 
presidente, en ausencia de García Rovira, hasta después 
del de la Plata, ó sea, los últimos dias de la primera 
época republicana. 

Por largo tiempo, desde 1810 se creyó en la Nueva- 
Granada que España estaba en impotencia de hostili- 
zarla, i eso influyó mui poderosamente len que no se 
organizasen fuerzas bastantes para la lucha que habría 
de venir. De ahí también que los espíritus se diesen 
mas ¿ la política que á la guerra, lo que tuvo sus natu- 
rales efectos. Pero ya en 1814 viéronse peligros serios 
por el sur, á donde se dirijió una división mandada por 
Nariño, que después de algunas acciones brillantes, se 
perdió, cayendo prisionero el jefe en el ejido de 
Pasto. 

Asimismo, en el bajo Magdalena, las antiguas renci- 
llas entre el coronel Manuel Castillo i el brigadier Bolí- 
var ocasionaron la pérdida total de las respectables 
fuerzas que éste mandaba, la diminución de las de Car- 
tajena, los progresos del enemigo común por el río, la 
llegada de Morillo á Santamarta con seis ó siete mil 
hombres, i la toma de Cartajena, después de la mas 
heroica defensa por los patriotas, i su abandono de la 
plaza, en 6 de diciembre de 1815. 
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Por el oriente el jeneral Rícaurte, descuidándose des- 
pués de una gran ventaja obtenida sobre Galazada en 
Chire, provincia de Casanare, le deja correrse al norte, 
recibir refuerzos de Venezuela, i derrotar á García Ro- 
vira en Cachiri el 22 de febrero de 1816. En Antioquia 
el coronel español Warleta, con fuerzas inferiores en nú- 
mero, pero superiores en calidad, destroza al coronel 
patriota Linares en la Ceja á 22 de marzo del mismo 
año. Por último, Liborio Mejía, quemando su último 
cartucho, se cubre de gloria, aunque derrotado, en la 
Cuchilla del Tambo á 23 de junio i en el rio de la Plata 
á 10 de julio siguiente^ contra Sámano en la primera 
jornada,, contra Tolrá en la segunda. 

A mediados del año Morillo se habia trasladado á 
Santafé, en donde permenanció seis meses represen- 
tando el ominoso papel de pantera vestida de jeneral. 
Ciento veinticinco patriotas, la mayor parte hombres 
notables, fueron sacrificados por el pacificador^ i entre 
ellos se contaban los doctores Camilo Torres, Joaquín 
Camacho, José Gregorio i Frutos Gutiérrez, Crisanto 
Valenzuela, Miguel Pombo. Jorje T. Lozano, Francisco 
Antonio UUoa i Manuel Torices, i los militares jeneral 
Custodio Garcia Rovira, coronel de injenieros Fran- 
cisco José Caldas i teniente coronel presidente Liborio 
Mejía. Sámano, sucesor de Morillo, como gobernador 
militar primero, i de Montalvo como virei después, no 
quedó en zaga al jeneral espedecionario en punto á 
refinada crueldad: dígalo, entre muchas otras víctimas, 
la infortunada i heroica joven PolicaYpa Salavarrieta, 
inmolada en 1817. 

Pero todas estas exajeraciones debian producir con- 
trario efecto del que sus autores se prometían. En aquel 
año comenzó la reacción republicana independiente en 
la provincia de Casanare, por la osadía de un oficial Ga- 
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lea. Robustecidas aquellas fuerzas por Santander, que 
vino de Guayana enviado por Bolívar, i auxiliados los 
patriotas por la opinión jeneral que los cadalsos i las 
vejaciones hablan leventado, seformó la vanguardia del 
ejército libertador, que echó en Boyacá los fundamen- 
tos de la independencia de Nueva Granada^ á 7 de 
agosto de 1819, bajo los jenerales Bolívar, Santander i 
Ansoátegui. 

Otros triunfos redujeron el poder español á la costa 
del Atlántico i al sur del antiguo vireinato. Un gobierno 
patrio, encomendado por Bolívar á Santander, faé el 
centro de unión de los independientes, i por liltimo en 
1821, con el sometimiento de Gartajena i la proclama- 
ción del istmo de Panamá, cesó para siempre la influencia 
peninsular en el territorio granadino. Hecha su unión 
á la que fué Capitanía Jeneral de Yenezuela,se produjo 
á Colombia, cuya marcha gubernativa conocemos ya. 

Siendo diputado al congreso constituyente de 1830 el 
presidente del consejo, jeneral Rafael Urdaneta, fué nom- 
brado para reemplazarle el jeneral Domingo Caicedo, i 
en sus mamos puso interinamente el mando Bolívar el 
2 de marzo. Persuadido Caicedo de que la constitución 
que el congreso discutía no seria aceptada por Vene- 
zuela, ni acaso por las otras dos secciones en que pro- 
bablemente se dividiría el resto de Colombia (1), mani< 
festó francamente á aquel la conveniencia de no 
perder el tiempo, i aconsejaba en 15 de abril que se 
organizase provisionalmente el gobierno, se elijiese 
á los altos empleados, i se les autorizase para convo- 
car á una asamblea constituyente de la Nueva Gra- 
nada. 



(i) La idea de la división en tres repúblicas se habia insinuado 
aun en la convención de Ocaña. 
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Persistiendo en su empeño el congreso, dio la consti- 
tución del 29 de abril, que aunque espedida para Co- 
lombia, solo se juró en Nueva-Granada ; bien que ape- 
nas puede decirse que hubiese sido planteada en 
realidad. Destinada para una entidad caduca, nadie la 
creyó aplicable á la nuevas entidades que surjian. 

Incansables los bolivianos en sns planes políticos, lo- 
graron por medio de un motin militar, de jefes en su 
mayor parte venezolamos, destituir en 21 de agosto al 
presidente Mosquera, nombrado por el congreso ; i en 
su lugar colocaron al jeneral TJrdaneta, quien gober- 
naría á nombre de Bolívar mientras éste se restituia á 
la cuidad de Bogotá. Pronto cundieron los pronuncia- 
mientos en favor de un gobierno militar, dictatorio 
mientras que se organizaba también la reacción popular 
en favor del gobierno lejitimo^ ó sea, el creado por el 
congreso^ que á lo menos tenia mejores títulos que el 
nuevo i revolucionario, llamado intruso por los sostene- 
dores del que representaban Mosquera i Caicedo. Tuvo 
el Libertador la debilidad de aceptar esta nueva pro- 
clamación de su nombre (para gobernar un país cuya 
mayoría le rechazaba) como se vé por su alocución de 
18 de setiembre ; pero no era ya su espíritu desfallecido 
sino el de sus servidores, quien le hacia hablar. Grave- 
mente enfermo, solo pudo encaminarse al sitio de campo 
donde espiró en el mes de diciembre. 

Este suceso junto con la derrota sufrida por los ins- 
trusos en Palmira, Abejorral i Gerinza en 1831, dieron 
fin con los planes bolivianos, i permitieron realizar la 
idea de Caicedo, que tocó á él mismo llevar á cabo por 
ausencia del presidente Mosquera, convocando á una 
convención de las provincias granadinas que demora- 
ban al norte del nuevo estado ecuatoriano. 

Reunida en el mismo año de 1831, dio á 21 de no- 
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Yiembre una lei fundamental, i sancionó en 29 de febrero 
de 1832 una constitución calcada sobre los principios 
del partido liberal triunfante, ó sea^ los mismos que se 
consultaron en la constitución venezolana de 1830. 
Siendo mui semejantes los dos instrumentos, i habiendo 
de dar una idea del segundo en el lugar respectivo, in- 
sinuaremos aquí solo aquellos puntos en que principa- 
mente se apartaba de él la constitución granadina, pos- 
terior en el orden cronológico. Helos aquí : 1" no ad- 
mite esta en el congreso á ningún empleado que sea de 
libre nombramiento del ejecutivo, ni permite que los se- 
nadores ó representantes reciban empleo ó gracia del 
encargado de dicho poder ; 2® hace elejir á las provin- 
cias, no un número igual de senadores por cada una, 
sino el correspondiente á cierta base de población mui 
superior á la que pide para representantes ; 3^ consta el 
consejo de estado, en su totalidad, de miembros que en 
número de siete elije el congreso por el término de cua- 
tro años ; 4*" igual duración tienen los magistrados de la 
' — corte suprema i de los tribunales superiores de distrito , 
aunque son inamovibles mientras no espire su término 
si no es por juicio i sentencia ; h^ dá intervención en el 
nombramiento de tales majistrados á las cámaras pro- 
vinciales, equivalentes á las diputaciones en Venezuela; 
i 6° sobre bases que sienta, deja á la lei la completa or- 
ganización del poder municipal especificando, como se- 
hizo en 1834, las atribuciones de aquellas asambleas i el 
modo de ejercerlas, todo muide acuerdo con lo estatuido 
por la constitución venezolana. 

Elijió la convención de presidente provisorio al jene- 
ral Santander, quien obtuvo también la elección popu- 
lar para un periodo de cuatro años, que acababa en el 
de 1837. Rodeado de sus antiguos amigos políticos, que 
como él hablan todos sufrido mas ó menos las persecu- 



Digitized by 



j 

Google \l 



-^51 — 

ciones de la dictadura boliviana, inauguróse una polí- 
tica vindicativa é intolerante hacia los enemigos caido^, 
llevando el principio de c gobernar con su partido » 
hasta el estremo odioso de no dar cabida á los contrarios 
ni aun en los inñmos empleos. Vejados i escarnecidos por 
la prensa ministerial, los antiguos bolivianos, en su des- 
pecho, fraguaron una conspiración, que aunque no eje-: 
cuto ningún acto trascendental, fué mui severamente 
castigada por los tribuaales de la época. Semejante po* 
litica engrosó las ñlas de la oposición hasta darle el 
triunfo electoral en la próxima designación de presidente 
que recayó en el Dr José Ignacio de Márquez, en com- 
petencia con el jeneral J. M. Obando, favorecido por 
la administración. 

Era Márquez entonces vice-presidente, i los liberales 
sostenían que la constitución (art® 94) rechazaba su elec- 
ción parala presidencia. Tomaron deaqui pié para una vio- 
lenta oposición, que exaltada mas i mas con la resistencia 
del poder, estalló en formal revolución en 1840, apro- 
vechando primero una revuelta relijiosa iniciada en 
Pasto en el aflo anterior, i después un juicio seguido al 
jeneral Obando por suponérsele asesino de Sucre en 1830. 
Llegóse, es verdad, á proclamar el sistema federativo, i 
los corifeos se denominaron jefes supremos de estados fe- 
derales en que se convitieron varias provincias ; pero 
en el fondo no habia principalmente sino reacción vin- 
dicativa contra la tirantez del partido que dominaba. 
Conmovida toda la república, i hallándose entonces, 
como lo han estado siempre después, casi equiUbradas 
las fuerzas de los dos partidos contendientes, librá- 
ronse numerosos combates en una prolongada guerra, 
que no terminó sino á ñnes de 1841 por el triunfo del 
gobierno, ó sea, el partido que ya se conocía con el 
nombre de conservador. 
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Vino con ese triunfo la pujanza del partido ministe- 
rial, i la reacción consiguiente de los principios conserva- 
dores. Desde luego, la elección presidencial para 1841 
recayó en eljeneralPedro A. Horran, que los profesaba 
desde 1828 como amigo i partidario del Libertador, bien 
que el tiempo i las asociaciones con hombres de otra 
escuela hablan modificado un tanto sus ideas. Atribuyendo 
á las instituciones lo que no era sino efecto de la pasión 
poUtica sobreescitada de años atras,creyó el partido conser- 
vador que aseguraría la paz pública i su pernamencia- 
en el poder por una reforma constitucional^ iniciada en 
1842, i consumada en el siguiente por un nuevo código 
político. 

Tuvo en mira principal la constitución de 20 de abril 
de 1843 aumentar la acción del poder ejecutivo, lo que 
no es practicable sino á espensas de los otros. Dio para 
ello entrada en el C9ngreso á los empleados de libre 
nombramiento i remoción del ejecutivo, í permitió que 
los senadores i representantes recibiesen empleos ó gra- 
cias de aquel. En efecto, el art° 65 solo declara incom- 
patibles con el cargo de senador ó representante los de 
presidente, vice-presidente, secretario de estado i majis- 
trado de las cortes suprema i superiores. Ni el 66 pro- 
hibe que se elija para las cámaras sino á los funciana- 
rios que tienen autoridad^ mando ó jurisdicción en la 
provincia al tiempo de la elección. Limita el 105 la 
responsabilidad del encargado del ejecutivo á seis casos, 
que espresa, aunque el 6° es bastante lato, ya que la 
estiende á toda infracción de leí en que se insiste des- 
pués de reclamada. Suprime el consejo de estado, i lo 
subroga enteramente con el de gobierno, que consta del 
vicepresidente i los secretarios ; en lo que nos parece 
haber procedió con acierto. Atribuye al ejecutivo el 
nombramiento de los majistrados de los tribunales de 
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distrito, á propuesta en terna de la corte suprema, ¡ 
prohibe que tanto los de esta como los de aquellas duren 
en sus destinos menos de seis años. Dá al mismo la 
facultad de nombar libremente á los gobernadores ó 
jefes provinciales ; i mencionando solo las cámaras dé 
provincia, deja por entero su organización á la lei, así 
como todo lo relativo al rájimen municipal. Enfin, habla 
mui poco de derechos individuales, i aun asi deja su 
garantía encomendada á la lei. 

Sucedió al presidente Herran en 1845 su suegro, el 
jeneral Tomas C. de Mosquera, conservador mas por 
tradición i afinidades que por sistema. Esencialmente 
veleidoso, tuvo sus arranques de liberalismo, i aunque 
no prescindió completamente de las elecciones, tampoco 
hizo grande empeño en sacar triunfantes sus candida- 
turas oficiales. Esta conducta i la acción natural del 
tiempo reanimaron al partido liberal abatido, i le dieron 
fuerzas para combatir en el campo eleccionario. Fué la 
victoria el premio de sus esfuerzos, i llevó al poder al 
jeneral J.-Hilario López, hombre probo i de ideas civi- 
les, que realizó no pocas reformas importantes durante 
su administración, inaugurada en 1849. Entre ellas me- 
recen espresarse la lei que en 1850 descentralizó las 
rentas i los gastas públicos, i la que en 1851 estableció 
absoluta libertad de imprenta. Una reacción conserva- 
dora brotó en el mismo año de 1851, i llevó su despe- 
cho hasta ponerse en armas. Fué sofocada fácilmente la 
rebelión ; pero sus efectos vinieron á ser con el tiempo 
de gran trascendeacia,aumentando el odio entre los par- 
tidos. Reputado corifeo 'del movimiento el Dr. Mariano 
Ospina, se le aprisionó i sometió á juicio aunque no 
pudo probarse suficientemente el cargo que se le 
hiciera. 

Tres años después de elejido López, el partido liberal, 
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como todo partido en el poder, se dividió profunda- 
mente. Una pequeña parte, que daba entonces nací-, 
miento al radicalismo, instaba por la reforma constitu* 
cional, é increpaba á los ministeriales estudiado retar* 
do en la derogatoria de un instrumento de opresión, 
cual el código de 1843, que ahora aprovechaban contra 
ei eonservatismo rendido. También los acusaban de pro- 
pender al retroceso en materia de penas á los delitos 
políticos, atenuados desde 1848 : por lo cual se les lla- 
mó draconianos. Finalmente, después de acalorados i 
tempu estuosos debates» radicales i conservadores unidos 
un momento en la votación, lograron sancionar el fa- 
moso código de 1853, monumento de nobleza i honra- 
dez poHtica, en que el partido radical consignó su credo 
para enseñanza de su rival i para redención de sus 
adversarios. 

Ninguna constitución en Hispano-América habia ido 
tan lejos en punto á democracia i libertad ; ninguna 
tampoco, escepto las netamente federales, habia avan- 
zado tanto en la decentralizacion del gobierno. Desde 
luego separó la Iglesia del Estado, i secularizó todos 
los. actos de la vida civü. Estableció el sufrajio universal 
directo i secreto (que no tiene nuestra aprobación). De- 
finió bien i estendió considerablemente en su art*» 5* 
los derechos individuales cuya garantía funda la liber- 
tad civil ; i allí vemos eliminada la prisión por deuda, 
franqueada en lo absoluto la publicidad por la imprenta, 
i redimidas de inútiles trabas la enseñanza i la indus- 
tria. Eliminó todo requisito para los empleos públicos, 
escepto el de presidente i vice. Independizó del ejecutivo 
á los poderes lejislativo i judicial, sin quitar nada al 
primero de su independencia propia. M^ndó reunir en 
un cuerpo las dos cámaras lejislativas en ciertos casos 
dé disidencia (como en el Brasil), loque menoscababa la 
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importancia de la dualidad lejislatíva, i era un tributo 
pagado á las ideas de los unicamaristas. Hizo electivos 
todos los funcionarios judiciales i ejecutivos (contra 
nuestro parecer respecto de los primeros). I en ñn, 
reservó á las provincias (art^ 10) el poder municipal en 
toda su plenitud, especificando lo que corresponde al 
nacional, i dejando á aquellas (art® 48) toda la libertad 
necesaria para constituirse. De modo que, en vez de 
conferir atnbuciones al poder seccional, le abandonó 
todo lo que no quedaba reservado al gobierno déla 
república, que es propriamente el principio federativo ; 
bien que la importancia del primero depende sustan- 
cialmente de las facultades que el otro no conserva. 

No sabemos basta qué punto habría sido practicable 
esta constitución, cuyos principios no estaban abonados 
por la práctica de ningún pais. Muchas cuestiones 
surjieron sobre reunión en un solo cuerpo de las cáma- 
ras lejislativas, i sobre la ostensión de las atribuciones 
en el gobierno provincial. Las ordenanzas de sus lejis- 
laturas podian ser anuladas por la corte suprema, i 
siendo este tribunal inclinado á robustecer el gobierno 
de lanacion» hubo no pocas quejas contra sus resolu> 
clones. 

Entre tanto, habia sido elejido de presidente el jene- 
ral J. M*. Obando, con los votos del partido ministerial, 
i se posesionó en lo de abril, cincuenta dias antes de 
sancionarse la nueva constitución, que evidentemente 
recibió con disgusto, por cuanto escatimaba las facul- 
tades del ejecutivo, i era reputada por Obando como 
un acto de hostilidad fraguado contra él por radicales 
i conservadores. Un motín militar, encabezado por el 
jeneral J. M. ^elo, jefe que mandaba las fuerzas de la 
capital, derrocó la constitución en VI de abril de 1854. 
I como el presidente no hubiera hecho cosa alguna para 
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impedirlo ni sofocarlo, aunque pudo, fué sindicado de 
fautor, i juzgado i depuesto por el senado en 1855, 
después de una guerra de siete meses, que debeló la 
la insurrección i restableció el gobierno constitu- 
cional. 

Por la deposición del presidente Obando entró á 
ejercer el poder ejecutivo el Sr. José de Obaldía, 
quien formó un ministerio misto de los dos partidos 
triunfantes contra la dictadura ; i á poco le sucedió el 
el Sr. Manuel M» Mallarino, también como vice-presi- 
dente á quien correspondió terminar el periodo de Oban- 
do. Su administración de dos años fué pacifica, mode- 
rada, tolerante i progresista : Mallarino era conservador 
pero no exajerado. 

Desde 1852 se había propuesto á las cámaras un 
proyecto de acto reformatorio de la constitución, que 
tenia por objeto erijir el territorio del istmo de Panamá 
en un estado federal, soberano para sus asuntos pro- 
pios, i solo dependiente de la Nueva Granada en ciertos 
puntos que son esenciales á la nacionalidad. Surtidos 
sus trámites, se aprobó definitiva i unánimemente 
en el congreso de 1855; después de lo cual, i en 
el mismo año se organizó por entero el nuevo 
estado, cuya marcha prometía paz, orden i adelanto 
de todo linaje. Esta perspectiva sedujo á las demás 
provincias de la república, i aprovechando un art^ (12) 
del mismo acto citado , que permitía la erección de 
otros estados federales por medio de una simple lei, 
propúsose i fué sancionado otro proyecto análogo en 
1856, que creó el estado de Antioquia (11 de junio). 
Siguiendo la imitación, se sancionaron en 1857 dos 
leyes mas que dieron por resultado la división de todo 
el pais en estados federales, á saber, la de 13 de mayo 
que erijió el estado de Santander, i la de 15 de junio 
que creó los estados de Bolívar, Cauca, Gundinamarca i 
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Magdalena. Restaba entonces dar una constitución jene- 
ralpara el gobierno común de estos estados, que marcha- 
ron espeditamente por un año entero sin otro gobierno 
que el ya inadecuado de la constitución de 1853. 

Dividido el partido liberal por la revolución de 54, 
vino el poder nacional á manos del partido conservador. 
Para la administración que debia inaugurarse en 185*7 
fué elejido presidente el Sr. Ospina, el mismo á quien 
los liberales habían aherrojado en una cárcel pública 
seis años antes. Era Ospina hombre de talento sofístico, 
i de ilustración escolástica. Su parte moral mas sobre- 
saliente estaba indicada por un gran desarrollo cerebral 
en la parte superior posterior del cráneo, que anunciaba 
la firmeza, la estimación de si mismo i la perseverancia 
exajeradas i pervertidas. Gomo senador habia apoyado 
decididamente los actos que erijian estados federales 
i habia sido el principal autor de un proyecto de cons- 
titución jeneral para dichos estados, que se inició en 
el mismo año de 1857 i fué sancionado en el siguiente. 
Pero de antemano jamas habia sido partidario del 
sistema federativo, lo que hace presumir que en la pre- 
sente ocasión le movia el deseo, ya de rendir homenaje 
á la idea predominante, ó ya de asegurarse un estado 
(el de Antioquia) donde refujiarse i plantear sus prin- 
cipios, si alguno de sus competidores (Muriilo ó Mos- 
quera) resultaba elejido presidente. 

Apenas tomó posesión de su destino, empezó á mos- 
trar la poca sinceridad con que habia patrocinado la 
reforma federal. Su ministerio se compuso de hombres 
conocidamente adversos al sistema, i en el mismo año 
propuso al congreso un proyecto destinado á formar 
parte de Id constítucion, según el cual la corte suprema- 
nacional tendría unainjerencia desmedida en el gobierno 
interior de los estados. Negóse sin discusión, i reprodu- 
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cido en el año siguiente tuvo un éxito análogo. Vino la 
constitución de 22 de mayo de 1858 á fijar las condi- 
ciones del sistema establecido, organizando el gobierno 
de la entidad nacional, que denominó Confederación 
Granadina. Todos los partidos parecían satisfechos, 
aunque á nadie se ocultaba que el réjimen federativo 
no tenia la misma significación ni el mismo grado de 
simpatía para los liberales que para los conservadores. 
Estos lo admitían solo como defensa contra sus adver- 
sarios, i como medio de realizar en los estados sus ideas 
represivas. Aquellos lo miraban como el complemento 
de la república democrática, i broquel de los estados 
contra la opresión, del gobierno jeneral. Siempre aparece 
la índole respectiva de los dos partidos; dominación 
en uno ; resistencia en otro. 

En cuanto á la nueva constitución, era ella mui 
semejante en el fondo, aunque no en la forma, á la 
constitución norte-americana de 1787, cuyo principio 
cardinal establecido en el art^ 10 de su primer acto 
reformatorio, se hallaba consignado en el 8^ de la 
granadina, i reservaba á los estados toda atribución 
que no se diese espresamente á los poderes nacionales. 
Pero se apartaba de ella en un punto sustancialisimo, 
cual es la facultad que dá la de los Estados Unidos, i no 
la otra, al gobierno jeneral, par intervenir en los 
estados, caso de disturbios, por llamamiento del ejecutivo 
si la lejislatura no se halla reunida (sección 4» art® IV.) 
Daba á la corte suprema dos importantes atribuciones, 
una la de suspender los actos de las lejislaturas de 
estado por considerarlos opuestos á la constitución ó 
á laa leyes nacionales, sometiéndolos al senado para la 
ulterior resolución ; i otra (7» art* 49) la de decidir las 
cuestiones entre la confederación i uno ó mas estados, 
ya fuese sobre propiedadea, sobre competencia de facul- 
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tades políticas ó sobre cualquier otro objeto. Esta atri- 
bución, que era un correctivo de la que tenia el gobierno 
jéneral para oi^anizarse á si mismo, hubiera salvado 
de toda contienda armada, si las pasiones no rehusaran 
adrede todo remedio preventivo , cuando se hallan 
pioseidas del vértigo que las arrastra, como por una 
Torájine, al combate i á la muerte. 

En su mensaje al congreso de 1859 el presidente 
Copina informó que las nuevas instituciones se plan- 
teaban con regularidad, que el pais se mostraba con- 
tento i que nada hacia presumir que se alterase su 
tranquilidad. Desgraciadamente tuvo la inspiración de 
discurrir un sistema eleccionario, que poniendo en 
manos de los altos poderes nacionales el escrutinio de 
los sufrajios para el congreso i para la presidencia, 
propendía á monopolizar el gobierno perpetuándolo en 
un partido. Sobre esta base propuso un proyecto de 
\ei, obra suya, que fué desde el principio mui mal 
recibido i enérjicaménte rechazado por el partido libe- 
ral, oposicionista entonces, que se hallaba condenado á 
la esclusion. Lejos de cejar en este fatídico pensamiento, 
Ospina i sus amigos insistieron, i no solo hicieron san- 
cionar la leí electoral , sino otras que preparaban á la 
administración para someter por la fuerza á los estados 
que intentasen resistir dicha lei. Versaban sobre presu- 
puestos i contribuciones, ejército nacional, inspecccion 
de la fuerza pública de los estados, ajentes del gobierno 
de la confederación, i otros objetos destinados todos 
á fortalecerlo i aprestarlo al combate. Dijérase que el 
presidente deseaba la lucha « para esterminar al partido 
opuesto, » como se aseguró entonces i lo indicaban las 
apariencias. 

Apenas fueron conocidas estas leyes, se las atacó 
fuertemente por la prensa liberal. Seis lejislaturas de 
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las ocho que había en los estados pidieron luego su 
derogatoria, i cinco las calificaron de inconstitucionales. 
Entre tanto, i durante el afio de 1859, el presidente 
fomentaba rebeliones conservadoras en el estado de 
Santander, que eran sofocadas con gran sacrificio por 
aquel heroico pueblo. También sostenia con acritud 
polémicas, que le promovía el gobernador del Cauca, 
primero sobre puntos de etiqueta, i mas tarde sobre 
las leyes llamadas inconstitucionales. Al empezar el año 
^ de 1860 se estendieron al Cauca las rebeliones que el 
presidente fomentaba, i que sus mismos ajentes ofi- 
ciales encabezaban con descaro; pero no tuvieron mejor 
éxito, aunque duraron todo el año i fueron muí costosas 
para aquel valeroso estado. 

Hallábanse en estremo escitadas las pasiones cuando 
se reunió el congreso de 1860. Obra él mismo de la 
famosa lei electoral de 8 de abril de 1859, resultó ser 
ultra-conservador, i desestimó las solicitudes sobre dero- 
gatoria de las leyes reclamadas, así como una acusación 
hecha por el jeneral Mosquera contra el presidente 
Ospina por su participación en los desórdenes de los 
estados. Después de grandes esfuerzos empleados por 
los hombres pacíficos, el congreso espidió en 10 de 
mayo una incompleta reforma de la lei electoral, que 
por desgracia vino ya también demasiado tarde. 

Mal aconsejado aquel congreso, en que predominaba 
el espíritu de partido, dio una lei llamada de orden 
públicoy que en último resultado ponía al gobierno 
jeneral en aptitud de aprehender i anular á los gober- 
nadores ó jefes de los estados ; i no sin razón compren- 
dieron los de Santander, Bolívar, Magdalena i Cauca 
que era una máquina de guerra preparada contra ellos. 
Discutíase aun el proyecto, cuando el gobernador 
Mosquera en 18 de abril, se dirijia al presidente Ospina 



Digitized by 



Google 



j 



— 61 — 

por la última ve%^ protestando contra la lei, aconsejando 
moderación, i anunciando que si se sancionaba aquella, 
haría uso de cierta autorización que habia recibido de 
la lejislatura para separar temporalmente él estado 
del Cauca del resto de la confederación, mientras se 
reorganizaba esta de un modo mas conforme á la consti- 
tución vijente. Sancionada la ]ei, incitados los pueblos 
á la rebelión por imprudentes publicaciones de la prensa 
libera], i enviada al mismo intento por miembros carac- 
terizados del partido una misión especial al jeneral 
Mosquera, cuya natural ambición no necesitaba de 
tanto, espidió su famoso decreto de 8 de mayo de 1860 
en el sentido de su amenaza hecha al presidente 
Ospina. Las lejislaturas i los gobernadores de Bolívar 
i el Magdalena procedieron en mayo i junio de un 
modo análogo al Cauca, i en estos actos vio el gobierno 
jeneral el casus belli^ que le autorizaba para ponerse en 
campaña. 

Así lo anunció el presidente en una proclama á la na- 
ción, fecha 25 de junio, á que siguió su salida para San- 
tander, con un ejército de cuatro ó cinco mil hombres. A 
medida que avanzaba, favorecia el establecimiento de 
autoridades revolucionarias conservadoras, por el aban- 
dono que del territorio le hacia la pequeña fuerza del 
estado. En malhora el gobierno de éste resistió la inva- 
sión i después de algunas ventajas parciales sufrió en el 
Oratorio el 18 de julio una derrota, cuya gloria fué 
toda para los santandereanos, i la ignominia para los in- 
vasores. 

A principios de agosto se movia del Cauca el jeneral 
Mosquera sobre el estado de Antioquia, que era su mas 
inmediato i uno de los mas temibles enemigos. El jene- 
ral Obando, ligado entonces con Mosquera, habia que- 
dado haciendo frente á los conservadores rebelados en 
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el Cauca. Después de algauos encuentros insignificantes, 
las fuerzas enviadas contra Mosquera, á órdenes del je^ 
jeneral Joaquin Posadas 6., trabaron con las de aquel 
nn reñido combateen Manizáles,el 28 de agosto. No fué 
decisivo, i disponíanse á renovarlo el 29, cuando á 
propuesta de Mosquera se ajustó un convenio llamado 
esponsión, que equivalía á una capitulación para termi- 
nar la guerra. Nada pedia Mosquera sino amnistía i ol- 
vido, desarme i paz ; pero obcecado Ospina en la idea 
de « aprehender al reo i someterlo á juicio » , negó tá- 
citamente su aprobación á aquel acto redentor que tanto 
honró á Posadas. Siguió la guerra, que no tardó en ha- 
cerse jeneral, i que después de numerosos i sangrientos 
combates, dio en tíerra con el gobierno de la Confede- 
ración. Mosquera entró á la capital el 18 de julio de 1861, 
auxiliado eficazmente por los jenerales Gutiérrez, Acosta 
López, Mendoza, Reyes i muchos otros. Todavía á fines 
de 1862 se daba el reñido combate de Santa Bárbara, 
en que venció el espresado jeneral Gutiérrez las fuerzas 
del estado de Antioquia, poniendo asi fin á la cuestión 
militar. 

Mientras el jeneral Mosquera se ponia en campaña á 
mediados de 1860, enviaba á Cartajena un plenipoten- 
ciario, que en 10 de setiembre ajustó un convenio con 
otro plenipotenciario del estado de Bolívar sobre bases 
para una nueva organización federal de la Nueva Granada. 
Partiendo del principio de la soberanía de los estados» 
queOspina nuncaquiso reconocer,sentó algunas cláusulas 
que se apartaban mucho de la constitución vijente, des- 
tinada á observarse en todos los demás, pero qae en 
realidad fué letra muerta desde que empezaron las hos- 
tilidades. En ese convenio á que se adhirieron los otros 
estados sometidos á las armas liberales, se encargaba el 
poder ejecutivo al jeneral Mosquera, nombrado también 
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poco después supremo director de la guerra, por lo cual 
se halló naturalmente á la cabeza del gobierno cuando 
aquella terminó. Comprendiendo sin duda que los prin- 
cipios del nuevo convenio iban demasiado lejos, invitó 
Mosquera á su ratificación, que no fué sino la reforma, 
hecha en otro convenio que ajustaron en Bogotá, á 20 
de setiembre de 1861, los plenipotenciarios de Bolívar 
Cauca, Cundinamarca, Magdalena, Santander i Tolima, 
nuevo estado erijido durante la guerra (1). Fué casi una 
constitución, que denominó la entidad nacional Estados 
unidos de Colombia, i que dio facultades omnímodas al 
jeneral'^osquera, dictador antes i después de dicho con- 
venio. En esa unión entraron después, por la fuerza de 
las circunstancias, los estados de Antioquia i Panamá. 

Convocada una convención, como lo habia estatuido el 
pacto de Cartajena, se reunió al fín en la ciudad de Rio- 
negro á 4 de febrero de 1863 ; i entre tanto el dictador 
Mosquera espidió muchos actos lejislativos de trascen- 
dencia. Entre ellos son notables el que trasladó al tesoro 
nacional los capitales délos bienes poseídos por manos 
muertas, el que eliminió los conventos, el que dio bases 
para una nueva organización del crédito nacional, i el 
que desgraciadamente persiguió al clero católico bajo 
el principio mal aplicado de tuición. Después de reunida 
la convención organizó provisoriamente un gobierno je- 
neral, encargándolo á cinco ministros que manejaron 
otros tantos ramos de la administración. 

Muí diñcil era la tarea del cuerpo constituyente, en 
cuyo seno tomaron asiento el mismo jeneral Mosquera i 
muchos otros jenerales victoriosos, que por lo demás no 
ligaban mucho con él. Pretendió Mosquera hacer pre- 

(1) Por deereto dictatorio de 12 de abril de 1861, qae segregó al 
intento la parte occidental de Cundinamarca, separada por elMag- 
daleda i por la cordillera central. 



Digitized by 



Google 



— 64 - 

valecer el pacto de Bogotá sobre los poderes de la con- 
vención ; mientras que los otros miembros, sostenían la 
supremacía de los diputados llamados á constituir defi- 
nitivamente la ünion. Fundánbanse : 1® en que el pacto 
de Bogotá no babia sido sino transitorio, i como tal lo 
habian aceptado Boyacá, Gundinamarca i Santander ; 2"* 
en que no babia sido la obra de los pueblos, sino de los 
gobiernos creados durante la guerra ; i 3® en que los 
diputados á la convención eran los verdaderos plenipo- 
tenciarios elejidos ad hoc por los mismos pueblos para 
pactar en la constitución los términos en que habrían de 
confederarse. Para conciliario todo, hubo que finjir por 
un acuerdo, que el consabido pacto se reputaría inclu- 
so en la nueva constitución ; pero la verdad es que no 
se hizo ningún caso de él. 

Luchando con muchas dificultades, vencidas todas con 
paciente firmeza la convención dio en 8 de mayo la nueva 
constitución federal para los Estados Unidos de Colom- 
bia, i un acto transitorio separado, cuyo artículo final 
abrogaba el célebre pacto de Bogotá, que tantos emba- 
razos babia causado. — La revolución^ empero^ no babia 
tenido fin ; i la dictadura del 23 de abril de 1867 lo acre- 
dita, como prueba también que los tres partidos dibuja- 
dos en 1852 no habian cambiado sustancialmente* 



OBSERVACIONES JENERALES. 

No faltaba razón al jeneral Bolívar cuando,en la carta 
escrita en Jamaica á un amigo suyo en 1815, le decia : 
a Es mui posible que la Nueva Granada no convenga en 
el reconocimiento de un gobierno central, porque es en 
estremo adicta á la federación ; i entones formará por sí 
sola un estado que, si subsiste, podrá ser mui dichoso 
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por sus grandes recursos de todo jénero. » En efecto 
desde los primeros movimientos revolucionarios por 
la independencia la idea federativa asomó á los espíritus 
que daban dirección á los negocios, i no fué en realidad 
la provincia de Gartajena guien enunciase el pensa- 
miento por la vez primera, como parece insinuarlo i 
deplorarlo el historiador Restrepo ; pues él mismo nos 
dice^ que en la reunión del 20 de julio de 1810 en 
Santafé, se propuso por don José Acevedo i otros. 
También hemos visto, que pretendiendo Narifio i Alvarez 
centralizar el gobierno, al comenzar las reuniones del 
congreso en 1811, la junta de Santafé se opuso en 
nombre del principio federal. 

Cierto es que la junta de Gartajena fué quien primero 
recomendó la adopción del sistema, en un documento 
oficial debidamente redactado, aunque no lo fuera con 
ese solo objeto. Mas aun allí se refiere á la opinión de 
las provincias, como si fuese unánime sobre ese 
punto, « Tal ha sido (dice) (1) nuestra conducta 
en la critica época en que vivimos, i en la crí- 
tica posición de esta (provincia) en el actual estado 
del reino, que si tratamos de esplanar será mas por 
esplicar algunos pormenores i satisfacer á lijeras obje- 
ciones, que para hacer la apolojia de una forma de 
gobierno que aclaman los pueblos, como dictada por 
todos sus intereses. «: Gontinúa esponiendo las razones 
que favarecian en su concepto la idea emitida, i entre 
otras observaciones notables se lee esta : a El sistema 
federativo es el único que puede ser adaptable en un 
reino de población tan dispersa i de una ostensión mu- 
cho mayor que toda España, » 



(1) Manifestó inserto en el Tomo 8.* de la Historia de CoUnnbia 
antes citada, paj. 124. 
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No hace la menor alusión á los Estados Unidos como 
prueba de la bondad del sistema, ni lo defiende con 
ningún arómenlo de autoridad ; lo que hace ver que 
se procedía por pura imitación. Ni omite manifestar 
(páj.lQ*?, inciso 12''] la necesidad de una organización 
nacional, que diese al gobierno de todas los provincias 
eficacia en los asuntos comunes. Por manera que todo 
cargo hecho á la junta de Gartajena, de haber causado 
el desconcierto ó folta de organización nacional eficaz 
durante los primeros aftos de la república, es á nuestro 
juicio enteramente injusto. 

El mismo Sr. Restrepo, que ha formulado este cargo, 
nos muestra en varias partes de su obra quién contri- 
buyó principalmente á estorbar el establecimiento 
oportuno, sosegado i eficaz de un gobierno nacional gra- 
nadino. Hablando de la mala suerte que cupo al jefe de 
la espedicion enviada al sur en 1814, dice en el tomo á"" 
páj. 212 i siguientes : « La prisión del jeneral Nariño 
fué sinceramente sentida en Santafé, en donde se había 
hecho amar i tenia un grande infiujo. En las provin- 
cias acaso era mas odiado que querido, á causa de su 
sistema político que tanto habia contrariado la voluntad 
jeneral. En efecto, si como Narifio se empeñó desde el 
principio de la revolución en establecer un gobierno 
centra], apesar de que lo repugnaba la T)pinion de los 
pueblos decidida por el federalismo, signe el curso de la 
misma opinión, probablemente la Nueva Granada se 
hubiera organizado, i ios talentos é influjo de Nariño 
habrían conducido mui pronto el gobierno jeneral á esta- 
blecer el centralismo en guerra, en hacienda i en otros 
ramos importantes. Entonces la campaña del sur se 
habda hecho con otros medios, i la Ubertad acaso no 
hubiera perecido. Mas porque no se adoptaba el sistema 
que únicamente creía propio para conservar la indepen- 
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dencia, separó á Gundinamarca de las demás provin- 
cias, i tuvo una parte mui activa en poner los jérmenes 
de las guerras civiles escandalosas i de las funestas 
divisiones que impidieron que la república tuviera un 
verdadero centro de unión, i que usara de los recursos 
que pudieran salvarla. Por estos motivos la pérdida de 
Nariñonofué sensible ala mayor parte de los federalistas 
que creian que Gundinamarca abandonaría en fín sus 
antiguas pretensiones, uniéndose á las demás provin- 
cias sus hermanos. » 

Consagra el historiador el capitulo XV de su obra 
(tomo 7** páj. 55) á examinar las causas que influyeron 
en la pérdida de la Nueva Granada, ó sea el triunfo de 
las armas españolas en 1815 i 1816 ; i presenta como la 
primera i principal « el que las provincias se hubieran 
decidido desde 1810 por el sistema federativo. » Pero 
basta ver las otras causas que allí mismo espresa i las 
que espone en otros lugares de la misma obra para 
persuadirse que aun cuando se hubiese establecido otra 
clase de gobierno, la catástrofe se hubiera realizado sub- 
sistiendo las demás causas que menciona. Prescindiendo 
del carácter personal de los gobernantes, poco adecuado 
para conducir los negocios en una época revolucionaria ; 
prescindiendo de la confianza, que reinó durante los 
primeros años, de no ser hostilizados por España i el 
consiguiente abandono de medios de defensa ; prescin- 
diendo délos obstáculos echados en el camino de la orga- 
nización por los ambiciosos á quienes ya conocemos, 
que « querían que el gobierno supremo fuera central, 
i que residiera en la capital del vireinato, para que 
sus hijos obtuvieran los destinos mas elevados » ; (1) 
basta contemplar el curso de las operaciones militares 

(1) Restrepo, tomo 3», páj. Ui . 



Digitized by 



Google 



— 68 — 

dirijidas en 1815 i 1816, para convencerse de que nada 
tuvo que ver con el sistema de gobierno el éxito desas- 
troso de aquellas campañas. 

Federativo también era el de las colonias inglesas, i 
no mejor organizado que el nuestro, cuando conquista- 
ron su independencia de la madre patria. Por el contra- 
rio, hallábase mui centralizado el de Chile, Alto Perú i 
Quito, cuando los patriotas fueron sometidos por los sei- 
des españoles en los años de 1812 á 1814. No negare- 
mos, sin embargo, que el sistema unitario de gobierno 
se presta mas á la celeridad i armonía que requieren las 
operaciones militares, i consideramos una desgracia que 
el gobierno granadino de la primera época no hubiese 
adoptado desde el principio modificaciones que la espe- 
riencia le sujirió en 1815, con mas el noipbramiento de 
los gobernadores provinciales, que sujirió inútilmente 
el Sr. Madrid en su^ cartas políticas firmadas Eropédo- 
des, Pero los hechos hablan venido produciéndose de 
modo que las provincias no se prestaban á renunciar á 
su autonomía ; i las pasiones políticas son como las in- 
dividuales, bastante ciegas para no ver el sacrificio que 
suele seguir á su insensata gratificación 

¿ Quiere decir que habremos de condenar las unas ó 
las otras ? De ningún modo : debemos ilustrarlas. En 
una guerra desesperada, cual fué la de la independencia, 
es necesario el establecimiento de una dictadura, i las 
provincias han debido por su propia seguridad, renun- 
ciar temporalmente á la dulce satisfacción de llamarse 
soberanas. Esto por punto jeneral, i como principio cor- 
rectivo de las justas aspiraciones á un gobierno propio, 
en las provincias de «un reino de población tan dis- 
persa i de una ostensión mucho mayor que toda España» ; 
pues, por lo demás, ya hemas visto que no puede im- 
putarse con seguridad á la federación de Nueva Granada 
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lucha con los españoles. 

Por otra parte, la dictadura ( ó el centralismo que es 
de su parentela), es un remedio heróico,que,como todos, 
se halla acompañado de grandes peligros. Buenos son 
ellos para la guerra^ pero aciagos también para la paz. 
Así se vio en la segunda época de la Nueva Granada 
cuando renaciendo la causa independentista , i conduci- 
das por Bolívar sus huestes, quedó sellada en los cam- 
pos de Bayacá. Todo conspiró desde entonces contra el 
federalismo ; la influencia del Libertador, que era ad- 
verso al sistema, como lo son en el fondo, los grandes 
dominadores ; el desprestijio en que se hizo caer aquella 
forma política imputándole la reconquista española ; i 
el ejemplo de las otras secciones sud-americanas, pues 
aun en Buenos-aires la época de 1820 en adelante fué 
de reacción unitaria. 

Organizóse pues Colombia bajo una constitución rigo- 
rosamente central, i la guerra que como auxiliar llevó 
al Perú, junto con las otras causas de que hemos ha- 
blado en su lugar, fueron labrando la dictadura boli- 
viana, i el centralismo inseparable de un gobierno casi 
enteramente militar, cual fué el que subsistió en la na- 
ción creada por la unión d& Nueva Granada, Venezuela i 
Quito, hasta su final disolución en 1830. Posteriormente 
se mantuvo algo la tradición antifederalista, i es justo 
manifestar que aunque el partido liberal le era menos 
hostil, tampoco habia entonces proclamado como artí- 
culo de su credo político el establecimiento del sistema 
federativo. Eso se apUca por las leyes políticas natura- 
les. Santander, que no carecia de ambición ó espíritu 
dominador, habia sido el jefe de aquel partido ; i cuando 
vino al poder en 1832, procedente de Europa, olvidó un 
poco los debates de la convención de Ocaña, i sus ami- 
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gos, Azuero, Soto, Gómez, i demás federalistas de mar- 
ras, creyeron mas prudente asociarse á su gobierno tal 
como lo habia organizado la convención granadina, sin 
promover por entonces ninguna cuestión política tras- 
cendental. 

Dos vias conducen al establecimiento del sistema fe- 
derativo, que aunque opuestas en apariencia, quizá no 
lo son en realidad. Es la primera la unión de estados 
que gozaban de independencia anterior, i que pactan 
constituir una sola nación con dos gobiernos, el jeneral 
para objetos de común interés, i el particular de los es- 
fados, ó partes componentes, para su réjimen propio. 
Consiste la segunda en separar de un grande estado 
unitario las principales divisiones territoriales adminis- 
trativas, i previa una emancipación verdadera ó ficticia 
que las eleve al rango de otros tantos estados, formar 
luego entre estos el lazo de unión como si hubiesen 
sido antes independientes. Ejemplos del primer caso 
tenemos en la Union norte-americana, Suiza i la Alema- 
nia del Norte; del segundo los vemos en la República 
Aijenlina, Colombia, Venezuela i Méjico. 

En toda federación hai lucha de ambiciones nacio- 
nales, con ambiciones seccionales en forma de resisten- 
cia al poder central. Como la concentración del poder 
es el despotismo, todo lo que tiende á aquella favorece 
á éste. De ahí es que los gobiernos seccionales son, bajo 
de cierto respecto, un contrapeso del gobierno nacional, 
i una garantía contra la opresión que de allí venga; 
pero si la opresión seccional no tiene también su contra- 
peso en el gobierno de la nación, la libertad no se halla 
premunida sino en parte, i es posible que huyendo de un 
despotismo jeneral se haya caído en muchos despotis- 
mos parciales. Pudiera cuestionarse si estos son menos 
adversos á la libertad que el primero; mas no hai nece- 
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sidad de semejante discusión, porque ellos deben igual- 
mente contrapesarse, limitarse hasta donde sea posiBDB ; 
i aunque el gobierno seccional tiene su natural correc- 
tivo en la opinión de los ciudadanos, puede suceder que 
la condiccion del estado ó miembro de la federación se 
preste á la arbitrariedad del poder, en cuyo caso no 
puede venir la garantía sino del gobierno jeneral. 

Tal es la propensión humana á resistir la dominación 
sentida i á ejercerla sobre los que la sufren, que tan 
luego como se debilita el poder central, las influencias 
seccionales, siempre numerosas, se ponen á la obra, i 
en la misma proporción que sacuden la dominación ^'- 
pcríor tratan de crear la dominación inferior. En otros 
términos, asi como la monarquía es el producto ordi- 
nario de causas dominadoras en que el libre consenti- 
miento de los subditos tiene poca ó ninguna parte; así 
mismo la concentración del gobierno, ó sea, el sistema 
unitario, se impone mas bien que se establece con el 
acuerdo de los ciudadanos. La federación es siempre 
popular, i aparece tan pronto como puede sacudir el 
centralismo, porque ella pone el gobierno en mayor nú- 
mero de manos, i satisface por lo mismo mas fácilmente 
• la doble tendent^ia á resistir i á ejercer la dominación. 

En las opiniones por ó contra el gobierno federativo 
tiene poquísima cabida la reflexión, i antes bien no im- 
pera sino el carácter de las personas. Según la tenden- 
cia á resistir ó dominar, según la esfera á que se siente 
atraída la dominación i la resistencia, i aun según la dis- 
posición actual del ánimo con relación á esos sentimien- 
tos i á esa esfera, se producen las opiniones federalis- 
tas ó unitarias. Pero así como la democracia, no obs- 
tante sus numerosos i formidables enemigos, i no obs- 
tante la depresión que aun sufre en el mayor número 
de los estados europeos, es la potencia del porvenir 
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aun en la conciencia de sus mismos adversarios; asi 
también, i por idéntica razón, el sistema federativo pre- 
ponderará donde quiera que el suelo le sea propicio i 
tan pronto como se debiliten las influencias centraliza- 
doras. 

Tal es su historia en Nueva Granada. Una vez consti- 
tuida esta república, el poder civil fué ganando i el mi- 
litar perdiendo ternmo. Los grandes ejércitos, sosten de 
la concentración del poder, se convirtieron en escasas i 
débiles guarniciones. La educación política llevó á las 
secciones territoriales hombres celosos del poder muni- 
cipal, que con sus esfuerzos tomó gran desarrollo. Las 
discusiones en la tribuna i en la prensa despertaron mas 
i mas el espíritu de libertad, que no se satisface sino 
por la destrucción del poder gravoso^ i suele olvidar en 
su delirio la creación del poder tutelar. De este modo 
preparados los ánimos, i habiendo adelantado ya consi- 
derablemente la descentralización del gobierno, sobre 
todo desde 1853, bastó la creación del estado de Pana- 
má en 1855, aunque á virtud de circunstancias pecu- 
liares, para comunicar toda su fuerza á las disposiciones 
federalistas, i por dos ó tres pasos mas erijir todos los 
miembros de la Confederación Granadina, 

Vimos, con todo, en la parte historial del presente 
estudio, que el concierto de los partidos al sancionarla 
constitución del 22 de mayo de 1858 fué mas aparente 
que real. Las disposiciones dominadoras i resistentes se 
asechaban, i cuando parecían pactar un sistema polí- 
tico, diferian en la intelijencia que le daban, i mas que 
la paz jeneral buscaba cada uno seguridad para sí pro- 
pio contra las hostilidades del adversario. ¿Qué otra 
cosa sino la guerra debia resultar de semejante situación 
de los ánimos, pasadas que fuesen las circunstancias es- 
cepcionales i transitorias de los partidos? Sabemos que 
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no se hizo esperar, i que la preparó el partido conser- 
vador, de cuya conversión al federalismo habia siempre 
desconfiado el partido liberal. La tregua estaba rota, i 
las hostilidades recomenzaron mas crudas, mas impe- 
tuosas, mas intratables que nunca. 

Por tanto, la guerra del centralismo i la federación, 
de la oligarquía i la democracia, de la represión i la li- 
bertad, no se lidió en Nueva Granada sino al plantearse 
la constitución de 1858, cuando los espíritus parecían 
converjer hacia un solo punto en obsequio de la paz, 
cuando el presidente del senado (jeneral Mosquera) 
desconociendo « los signos del tiempo », se espresaba 
así en una pequeña alocución « á los granadinos » , diri- 
jida con la misma fecha : « Hoi termina la revolución 
iniciada el 20 de julio de 1810,íhan triunfado por fin vues- 
tras virtudes cívicas : la federación está constituida. » 

No, la revolución de 1810 no habia terminado, ni la 
federación estaba constituida. Tres años después, i du- 
rante la lucha iniciada por la famosa lei electoral de 
1859, el partido oficial, conservador i centralista, que 
habia proclamado candidato para la presidencia al jeneral 
Horran, destinado á suceder al Dr. Ospina, le retiró la 
candidatura, i la ofreció al Sr Julio Arboleda, i fraguó 
rejistros que le hiciesen aparecer electo aunque ya era 
demasiado tarde; porque Horran habia manifestado su 
intención de sostener la constitución federal ,i Arboleda 
prometía retroceder al centralismo. Esto probaría, si ne- 
cesario fuese,que el partido conservador no aceptó la fe- 
deración sino en tanto que no se hallase en el poder, i 
como instrumento de resistencia ; pero que una vez en 
él, i esperanzado de conservarle, conspiró contra las 
instituciones, tanto para estender su dominación con- 
forme á su credo político^ cuanto como medio de rete- 
nerla indefinidamente. 
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Con razón se ha dicho que el principio i no el fin de 
las revoluciones puede conocerse de antemano. La de 
1860 en Nueva Granada fué, como todas, mucho mas 
lejos de lo que se proponía. Era el objeto común de la 
contienda la constitución federal de 1858, para los con- 
servadores como ocasión de desacreditarla i sostituirle 
otra unitaria, para los liberales como medio de hacer 
efectivos los principios que aUi estaban consignados. El 
triunfo de los primeros no habría sido el de la constitu* 
cion federal que aparentaban sostener, sino el del réji* 
men central, artículo de su credo. El triunfo de los se- 
gundos debiera haber sido la misma constitución, que 
había desenvuelto suficientemente el réjimen federativo, 
i que defendida, aunque veZ/2« milis por el partido conser- 
vador, no habría podido ser rechazada por ól mismo sin 
suicidarse. 

Mantenida dentro de estos limites la victoria liberal , 
habría dado por último efecto una transacción, una 
« arcado la alianza», que probablemente habría con- 
solidado la paz i planteado con jeneral aceptación las 
instituciones escritas como de burla en 1858. Pero no 
lo quiso asila Implacable leí de la acción revolucionaria. 
Preocupado el partido vencedor con las ideas que le 
habían arrastrado á la lucha i queriendo abroquelarlas 
contra futuras asechanzas, olvidó que ninguna consti- 
tución está exenta de dudas sobre la intelijencia de su 
testo, en especial cuando su ejecución no está confiada 
á la buena fé» Trató por consiguiente de resolver á su 
modo todas las cuestiones que había suscitado el código 
de 1858; i aun no contento con eso, pretendió dar al sis- 
tema federativo una ampliación inusitada, que ni la cien- 
cia, ni los antecedentes nacionales ^ ni el ejemplo de pue- 
blos mas favorecidos para desenvolver tales institucio- 
nes justificaba lo bastante. 
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Fruto de esas tendencias^ robustecidas por el combate 
i la victoria, fdé la constitncion dada en Rionegro á 8 
de mayo de 1863, en que el partido liberal, llevando su 
honradez hasta un estremo que nadie le exijia^ consignó 
principios enteramente nuevos, contradictorios é imprac- 
.ticables. En la parte de derechos civiles proclamados, 
fué prolija i escrupulosa ; pero omitió los medios de 
realizarlos, i por tanto, si bien confirió muchos derechos^ 
no dio en realidad ninguna garantía, Al definir los pode- 
res seccionales se propasó á autorizar la sedición perpe- 
tua, i los medios de amenazar constantemente los esta- 
dos unos á otros i todos ó alguno de ellos al gobierno 
jeneral. Organizando los poderes nacionales como si 
fuesen unos simples huéspedes tolerados en la mansión 
constitucional, quitóles su índole i su fuerza propias, al 
paso que los hizo inútiles para la Union i casi incompa- 
tibles entre si. Por último, sembró sin plan doctrinas tan 
brillantes porsu novedad como peligrosas por su alcance, i 
mas que todo por la estraña intelijencia que han recibido. 

Tal es el código de 1863, cuyo menor defecto acaso 
no es el de haberse sancionado por un partido, sin el 
concurso de representantes del partido opuesto, i que 
aunque pudiera mejorarse mucho por leyes comple- 
mentarias i esplicativas, tendrá siempre contra sí la 
mala voluntad, mas ó menos encubierta, del adversario 
cuyo vencimiento le dio la vida. Hoi que la historia ha 
debido enseñar álos dos contendientes, sería oportuna 
la reunión de un cuerpo constituyente, en que se tran- 
sijiesen las mutuas demandas, i se estableciese con soli- 
dez una federación, garante de la libertad i del orden. 
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OBSERVACIONES PARTICULARES. 

Aunque se tomaron como base de discusión proyectos 
preparados por comisiones especiales^ la constitución 
de Rionegro fué redactada casi en su totalidad du- 
rante el debate, por todos los diputados que en él 
quisieron participar. Carece por lo mismo del método 
que resulta de un plan' preconcebido, i que tienen las 
constituciones cuyos autores prim.itivos han gozado de 
cierta deferencia atorgada por sus colegas. I aun seria 
mas notable ese defecto^ si la comisión de revisión 
no hubiese, con habilidad, usado ampliamente de sus 
facultades. En el fondo, ya hemos observado que se 
preocupó muchísimo de resolver las cuestiones promo- 
vidas por la revolución, cual si quisiesen de ese modo 
aplacar su conciencia los que asi se convertian de 
vencedores en jueces. Ya veremos de ello numerosos 
ejemplos. 

Soberanía de los estados. Fué negada por los conserva- 
dores en el poder, i sostenida por los liberales como 
principio esencial de la federación i base de sus demás 
pretensiones. Quedó reconocida en la constitución desde 
la primera linea del art*" 1"^, que admite también la 
soberanía de la nación formada, por la unión de los 
estados, bajo el nombre de « Estados Unidos de Co- 
lombia. » De este modo cada entidad es soberana 
dentro de su propia esfera de acción, sin preeminencia 
ni superioridad que no haya sido espresamente recono- 
cida en el instrumento ó pacto constitucional. 

Semejante cuestión no ha sido nueva ni peculiar á 
la federación colombiana. Desde la primera época 
independiente en Nueva Granada se suscitó, al mismo 
tiempo que la de forma de gobierno, i el acta federal 
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de 1811 la resolvió claramente, asi en el preámbulo 
como en el artículo 6o. Según aquel, « se remitían á la 
totalidad del gobierno jeneral las facultades propias i 
privatívas de un solo cuerpo de nación, reservando 
para cada nna de las provincias su libertad, su soberanía 
i su independencia en lo que no sea del interés común.» 
El art® citado merece reproducirse integramente, i dice 
así : <c Las provincias unidas de la Nueva Granada se 
reconocen mutuamente como iguales, independientes 
i soberanas, garantizándose la integridad de sus terri- 
torios, su administración interior i una forma de go- 
bierno republicana. Se prometen recíprocamente la 
mas firme amistad i alianza, se juran una fó inviolable, 
i se ligan con un pacto eterno, cuanto permite la misera- 
ble condición humana. » 

Fundándose en « la soberanía de los estados, » pro- 
clamaron su independencia en 1860, diez de los que 
formaban la ünion norte-americana; pero como los 
demás no aceptaban esa conclusión, negaron el principio 
i sostuvieron que al constituirse en 1187 habían todos 
renunciado en favor de la ünion la soberanía de que 
habían disfrutado hasta entonces, por lo cual no se habla 
de ella en la constitución del año citado. Varios escri- 
tores notables habían espnesto en épocas anteriores, 
cuando la cuestión no tenia el mismo alcance, opiniones 
distintas de las que ahora sostenían los estados seten- 
trionales de la Union ; pero estos tuvieron finalmente 
en su favor el mas poderoso de todos los argumentos, 
la victoria en los campos de batalla, i con ella quedó 
consagrado el principio de la soberanía nacional, como 
la única en todo el ámbito de la Union norte-am en- 
cañar. Encaminada de ese modo la reacción, han surjido 
actos legislativos nacionales, dictados por el partido 
preponderante, que han menoscabado grandemente 
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el principio federativo, i acercado en la misma proporción 
la máquina política al sistema unitario de gobierno. 

Con menos razón que Colombia ó que la o Confedera- 
ción Granadina, » han sostenido la soberanía de sus 
provincias ó estados, los arjentínos, los venezolanos i 
mejicanos; de tal suerte que, á escepcion de los radi- 
cales norte-americanos, cuantos partidarios ha tenido 
el sistema federativo han proclamado la soberanía 
seccional dentro de sus límites constitucionales. !Ni 
faltan fundamentos para esa pretensión, si atendemos 
á las funciones propias de la soberanía, que consisten 
en lejislar^ sobre asuntos civiles i criminales, percibir 
contribuciones i administrar justicia, todo lo cual es 
potestativo de los estados de una federación ordinaria, 
como la de Colombia ó la de los Estados Unidos del 
Norte. Asi es que, si no damos á lapaiabrauna acepción 
niui lata, al mismo tiempo que debe reconocerse en 
los estados colombianos lo que llaman los escritores 
de derecho internacional soberanía inmanente^ puede 
negarse á aquellas secciones que carecen de igual 
postetad lejislativa i judcial. 

Por lo demás, esta cuestión no es en el fondo sino de 
palabras. La soberanía de los estados es el residuo de 
poder que queda, después que se han deñnidolas auto- 
rizaciones del gobierno jeneral, i por lo mismo, no tiene 
mingun sentido proprío bien establecido. De ahí es que 
no pueda, sin referencia á una constitucien determinada, 
fijarse la que se halle dentro ó fuera de su órbita espe- 
cial. Cierto es que atendidos los objetos naturales del 
gobierno jeneral, puede aproximadamante indicarse lo 
que debe atribuirse á la una i á la otra de las dos enti- 
dades que se dividen el poder público en una federa- 
ción. Pero esto mismo es susceptible de mas i de menos 
según los intereses peculiares de un pais, los hábitos 
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adquiridos i aun las preocupaciones reinantes. La 
cienciano ha pronunciaxlo sobre éste ni sobre otros mu- 
chos puntos su última palabra, i la mejor combinación 
en cada pais es aquella que dá los mejores resultados : 
paz,órden,seguridad,libertad i progreso en todo sentido. 

Duración i fines de la Union. Los estados, cuya sobe- 
ranía reconce el art® I®, se unen i confederan á perpe- 
tuidad, consultando su seguridad esterior i reciproco au- 
xilio, i éste sé estiende hasta defenderse mutuamente 
contra toda violencia que dañe la soberanía de la nación 
ó la de los estados (art* 1*» i 2"*). 

Poco ó nada significa la condición de perpetuidad 
fijada á la Union de los estados^ i ni la constitución 
norte-americana ni la arjentina hacen espresa mención 
de ella : la venezolana establece, de un modo indirecto, 
un principio análogo,cuando declara en el inciso 10® del 
arto 13, que los estados quedan comprometidos « á no 
agregarse ó aliarse á otra nación, ni separarse menos- 
cabando la nacionalidad de Venezuela i su territorio. » 

Toda unión, que no tiene un objeto temporal, es 
esencial i tácitamente indefinida ; pero solo la violencia 
puede hacerla perpetua cuando una de las partes cesa 
de hallar en ella algún dia las ventajas que al princi- 
pio se prometiera. Ni cabe espontaneidad en la promesa 
de una perpetua unión, ó si hai aquella, falta el criterio 
que muéstralos peligros de ésta. Asi es que, por punto 
jeneral, toda lei ó principio que consagra situaciones 
perpetuas creadas por voluntades naturalmente varia- 
bles, es lei ó principio tiránico, i lo que es mas, de muí 
dudosa eficacia, pues acaban por ser derrocados ó elu- 
didos. 

Tratándose de compromisos, no ya personales, sino 
obligatorios para individuos ó entidades que no los han 
contraído, sube de punto la injusticia, i crece la inefi- 
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cacia. Porque entonces la cuestión es pura i simple- 
mente de interés i de fuerza, i el precedente de un con* 
trato, voluntario ó no en aquellos que lo celebraron, 
nada prueba ni nada signiñca. Tal es el caso de una fe- 
deración ó pacto político entre estados, soberanos por el 
hecbo mismo de tratar, i que no mantendrán volunta- 
riamente la unión, sino mientras les convenga, sean 
cuales fueren las declaratorias becbas por ciertos bom- 
bres en épocas anteriores, asumiendo el peregrino de- 
recbo de ligar á jeneraciones futuras. I es lo cierto, que 
el espíritu de dominación de unos estados sobre otros 
propenderá siempre á sujetar los disidentes, si los bu- 
biere i si ellos no fuesen mas poderosos que los otros. 
Dominación i fuerza : béaqui los únicos elementos de 
las uniones políticas, ya se trate de pactos que se supo- 
nen voluntarios, ya de simples dependencias autorizadas 
solo por el becbo mismo de la dominación obedecida. 
No bal un solo colombiano que no admita la certidum- 
bre déla ruptura entre los estados de la Union el dia en 
que consideraciones, bastantes para ello, muevan á dos 
ó tres de los mas fuertes á constituirse por separado. I 
si es asi ¿ á qué conduce la cláusula de perpetuidad de 
la Union ? Conduce solo á amenazar á los débiles. 

En cuanto al auxilio que los estados colombianos pue- 
den prestarse conforme al art® 2°, i que se estiende á la 
defensa contra toda violencia que dañe su propia sobe- 
ranía, fácil es percibir su peligroso alcance, desde 
que ellos pueden encontrar oportuno i constitucional 
ligarse contra el gobierno jeneral de la Union. I aun 
esto no sería de gran trascendencia si la liga fuese uni- 
versal, de todos los estados ; pues entonces quedaría 
vencido por el mismo becbo el gobierno jeneral. Viene 
el peligro de la posibilidad de aliarse unos cuantos, al 
mismo tiempo que otros sostengan al gobierno amena- 
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2ado ; pues elle significa la guerra civil, autorizada es- 
presamente por la constitución. El articulo que nos 
ocupa ñié tomado del pacto de 20 de setiembre de 1861, 
fabricado en Bogotá bajo mui malos auspicios, i se aprobó 
con mucha repugnancia por la convención de Rionegro. 
Estaba destinado á justificar d posteriori la liga que con- 
tra la administración neo-granadina se inició en Garta- 
jena el 10 de setiembre de 1860, como base de un de- 
recho escrito para la guerra, comenzada ya de hecho 
por el decreto de 8 de mayo que dictó el gobernador 
del Cauca. 

División de los Estados. Es uno de los medios de crear 
nuevas entidades, según el art^ 4°; pero el modo de 
efectuar la división establecido por el 5® la hace casi im- 
posible. No es probable que un estado consienta en su 
división, i portante que su lejislatura la solicite, pues 
en su territorio i población encontrará una fuerza de 
que será mui celoso, principalmente bajo un sistema 
politico. que, como el de la <u)nstitucion colombiana, 
consagra la mayor independencia i la mas completa au- 
tonomía de los estados. Pero como la división puede ser 
necesaria, precisamente cuando la ostensión i prepon- 
derancia de un estado le den una exajerada influencia 
en la ünion, creemos que ella debiera decretarse, aun 
contra la acquiescencia del miembro interesado, cuando 
tenga una estension i una población dos ó tres veces 
mayor que ia de los estados medios. Si el del Cauca, 
por ejemplo, cuyo territorio escede al de todos los de- 
mas estados reunidos, triplicase su población, como es 
mui posible, á tiempo que los colegas hubiesen avan- 
zado poco en el mismo sentido, ¿quién no vé que darla 
por sí solo la lei á la ünion Colombiana? I si su lejisla- 
tura rehusase solicitar la división, aunqve la desease 
una parte considerable del Estado, ¿por qué no se de- 
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cretaria? Apenas se concibe por qué la soberanía de la 
parte deseosa de formar un nuevo estado, i con ele- 
mentos para ello, mereciese menos respeto que la de 
estados preexistentes, quizá inferiores en medios de 
existencia. 

Fuerza de los estados. Al discutirse el art<» 8*, sobre 
deberes de los estados como garantía de la paz i pros- 
peridad de la Union, se discurrió largamente sobre la 
conveniencia de permitir ó rehusar á sus miembros la 
facultad de mantener fuerza militar ó ejércitos, sin li- 
mitación alguna. Prevaleció la opinión de no restrinjir 
ese derecho, opinión que conbatimos entonces i que 
solo tenemos boi motivos de confirmar. 

Gomo el gobierno jeneral no interviene en las luchas 
domésticas de los estados, cada gobierno procura sos- 
tenerse por medio de fuerzas propias, ya contra las ase- 
chanzas de los especuladores en revueltas, ya contra 
los representantes del mismo gobierno constitucional 
del estado, que acaso habido victima de una revolución. 
(1) En proporción á los recursos i á las necesidades se 
mantienen verdaderos ejércitos, siempre dispuestos 
al combate por amor á la profesioi i como oportuni- 
dad de medios. Quedan así los estados federales en el 
mismo caso que las naciones independientes, sujetas al 
funesto sistema de la paz armada^ que no es sino la 
guerra en perspectiva. ¿ I no es justamente la seguri- 
dad de la paz lo que se busca en la federación ? ¿ No 
es la falta de un juez en sus diferencias lo que obliga 
á las naciones á recelarse unas de otras, á armarse i 
á mantenerse en actitud amenazante, contra sus mas 
claros intereses, i acaso contra su volundad ? Mantener 
ejércitos los estados federales es, pues, renunciar áimo 

(1) De todo tenemos abundantes ejemplos. 
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de los mas preciosos beneficios que se buscan en la 
Union, i en el establecimiento de un gobierno jenersl i 
fuerte, que dé garantías de orden i permita á los esta- 
dos consagrarse al desarrollo de sus elementos indus- 
triales i civilizadores. 

A semejante principio, que llamaríamos desorganiza- 
dor, i que los Estados Unidos del Norte se guardaron 
bien de admitir (1), se debe que los estados se miren 
con desconfianza, i que promuevan incesantes cuestio- 
nes, ya entre sí ó ya al gobierno jeneral. Este, por su 
parte, mira de reojo á los que, hallándose bajo la do- 
minación de partidos opuestos al preponderante en la 
administración nacional, tienen fuerza militar bastante 
para imponerle respeto ; i entretanto, la paz es una ilu- 
sión^ la zozobra es el estado permanente, i la riqueza 
sufre el golpe indirecto que amengua la industria, como 
el directo que le estrae las incesantes contribuciones 
exijidas para costear semejante situación. 

No incurrieron en semejante error, ápesar de su ines- 
periencia, los patriotas granadinos que acordaron el acta 
federal de 1811, cuyo artículo 18, enteramente de 
acuerdo en su esencia con los principios reinantes en la 
Union norte-americana, merece los honores de la tras- 
cricion, i es como sigue : < El congreso tendrá facultad 
para hacer las ordenanzas i reglamentos jenerales i par- 
ticulares que convengan para la dirección i gobierno 
de las fuerzas marítimas i terrestres, mientras subsis- 
tan; i podrá asimismo harcerlo para las milicias 
de todos las provincias , dejando al cuidado de 
estas instruirlas i disciplinarlas conforme á ellos, para 
que en todo evento se cuente con im sistema uniforme 
en los ejércitos de la Union. Pero cuando los motivos 

(1) Prohibe su constitución en el inciso i*>, Sección X, Artículo I, 
que los estados mantengan tropas ó buques de guerra , en tiempo 
de paz, sin permiso del congreso. 
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dé la actitud guerrera en que hoi nos ponen las circuns- 
tancias, ninguna provincia podrá mantener tropa regla- 
da ni buques de guerra, sino lo que sea puramente pre- 
ciso de uno i otro para la guarnición de plazas i fronte- 
ras i para la protección del commercio, i esto á dispo- 
sición i bajo la autoridad del congreso. » 

/{elaciones entre los estados. 1° Exhortes. Según el §. 
del art**. 9*», «en cada uno de los estados se dará entera 
fé i crédito á los rejistros, actos, sentencias i procedi- 
mientos judiciales de los otros estados > ; lo que se re- 
fiere á la autenticidad de los documentos ó dilijencias, 
pero no á su fuerza obligatoria, que en ninguna parte 
se halla declarada. Un mandamiento cualquiera de 
los tribunales de un estado debe ser exequible i pronta- 
mente obedecido en los demás; pues si las naciones in- 
dependientes acatan entre si las providencias judiciales 
estranjeras, con mayor razón deben hacerlo estados fe- 
derales que se han unido para protejerse mutuamente, 
i establecer la justicia, según se espresa el preámbulo 
de la constitución norte-americana. 

Para mejor determinar la eficacia de todos los actos 
civiles de un estado en otro, se requiere una lei, (fun- 
dada en un articulo constitucional], que comprenda 
todos los casos á que se estiende el ramo de derecho 
internacional conocido en estos últimos tiempos bajo el 
nombre de derecho de jentes privado. Allí se establecería 
el fuero, ó lugar en donde es exijible el cumplimiento 
de una obligación, i el alcance de esta en otro territorio, 
el valor de las sentencias i su modo de ejecución, la 
distribución de los bienes de un fallido según su ubi- 
cación i la residencia de los acreedores, la lei que ha de 
rejir las formalidades i las cláusulas de los tes- 
tamentos, i en suma la solución de muchas otras cues- 
tiones que sería largo mencionar. Hasta ahora no se ha 
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hecho la menor tentativa en esa dirección, ni á nadie 
ha ocurrido la necesidad de un acto lejislativo que sos- 
tituy a reglas i derechos á decisiones caprichosas. Pero 
el sistema federal lo demanda, puesto que significa la 
independencia judicial absoluta. 

2^ Estradicion i asilo. Concédese la primera por 
delitos comunes en el art*. 10, siempre que no se violen 
las garantías del art<». 15 ; i otórgase el segundo por el 
11 para los delitos políticos, pero con derecho á pedirse 
el alejamiento de los asilados, de la frontera en donde 
puedan hostilizar. 

La estradicion es nugatoria, si la autoridad que ha 
de cumplirla queda autorizada para juzgar sobre la 
conformidad del auto de prisión con las garantías es- 
presadas en el art®. 15. Semejantejuicio no corresponde 
sino á la autoridad que decreta la prisión, i ella será 
responsable si comete un atentado. De otro modo, la 
justicia será burlada, por poco que se quiera favorecer 
al prófugo en el estado á que se refujie. 

No vemos razón para el asilo por delitos políticos, 
que subsisten ante la constitución nacional, i que deben 
por consiguiente reconocerse en los estados. Concebimos 
que en una situación favorable de moralidad política se 
miren esos actos como simples errores, i se procure 
disminuir la ocasión de venganzas por parte de los 
gobiernos ofendidos. Pero en la actual condición de la 
ünion colombiana, cuya inmoralidad política ha tras- 
pasado todo lindero, otorgar el asilo á los revolvedores, 
para quienes la aspiración al poder se ha convertido 
en idea fija i frenética, es alentar sus desvarios i pro- 
pender eficazmente á la perpetuación de la guerra 
civil. 

3» Enganches i levas. Prohíbense de unos estados 
para invadir á otros ó á una nación estranjera (art*. 
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is ;) pero nada los facilita tanto como el asilo de que 
acabaoios de hablar. Son los asilados quienes burlando 
unas veces la vijilancia del gobierno que los acoje, ó 
apoyados otras por el mismo gobierno, forman prin- 
cipalmente esas falanjes que invaden los estados 
vecinos, i mantienen el estado crónico de perturbación 
en que hemos caido. 

Siendo muchas veces los estados impotentes para 
evitar esas irrupciones, háse suscitado la cuestión de si 
alcanza ó no al gobierno jeneral el deber impuesto por 
el citado art*. 13. Para nosotros es indudable que le 
comprende, i lo persuade el final del artículo, que 
nadie negará obliga al gobierno jeneral, como el mas 
inmediatamente llamado á impedir las hostilidades con- 
tra naciones estran jeras. Pero el deber se halla es- 
presamente impuesto á dicho gobierno en el inciso 11 
del arto. 66, que le ordena t impedir cualquiera agre- 
sión armada de un estado de la unión contra otro de 
la misma ó contra una nación estranjera)v. Los dos 
testos se corresponden, sin que pueda objetarse que 
en el segundo solo se trata de agresiones dirijidas por 
las autoridades del estado que las hace ; pues la 
manera de espresarse no favorece esa interpretación, i 
cuando el gobierno del estado agresor no puede ó no 
quiere impedir las hostilidades (que acaso favorece), 
nadie sino el gobierno jeneral se halla en aptitud de 
llenar aquel importante deber. 

Garantía de derechos individuales. Estos se espresan 
en diez i seis incisos del art® 15, cuya primera parte 
sienta como base esencial é invariable de la Union 
entre los estados el reconocimiento i la garantía, por 
parte del gobierno jeneral i del de cada estado, de los 
derechos que menciona, Pero los medios constitucio- 
nales de hacer efeclivos esos derechos que se pretende 
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garantir son muí deficientes. La garantía directa cor- 
responde á los estados por medio de su lejislacion civil 
i penal, i si la omiten, no hai medio de suplir á seme- 
jante falta. Solo en el caso de que los estados, por sus 
leyes, vulneren los derechos que deben garantir, hai el 
remedio constitucional previsto en el art° 72, i en el 
inciso 5» del 51^ según los cuales pueden suspenderse 
i anularse tales leyes como contrarias á la constitución. 
Pero si los funcionarios de los estados conculcan los 
derechos que ofrece garantir el aiiP. 15 de la cons- 
titución^ i si su responsabilidad queda ilusoria ante los 
tribunales del estado respectivo, ningún recurso final 
se deja á los individuos ofendidos, que debieran enton- 
ces hallar protección en alguna corte nacional. 

En cuanto al gobierno de la Union, solo responde de 
sus propios actos, que son anulables por la mayoría de 
las lejislaturas de los estados conforme al art». 25, i 
siempre que vulneren los derechos individuales ó la 
soberanía de los estados. 

Definición de los derechos. Aunque bastante completa 
la tabla de derechos individiduales espresados en el 
art**. 15, hallamos mayor precisión en la correspondiente 
de la constitución venezolana (art». 14), que hasta aho- 
ra nos parece superior á todas las demás en osta mate- 
ria. Ejemplos. 

1<> Inviolabilidad de la vida humana. Según se halla 
concebido el primerinciso delart^. 15 en la colombiana, 
parece que toda la garantía consiste en no decretar 
- en las leyes la pena capital, lo que consideramos un doble 
error ; pues ademas de que la vida se halla amenazada 
por los individuos no monos que por el gobierno, las 
ejecuciones capitales que no se fundan en sentencia le- 
gal, i que tan comunes son en todas las guerras civiles 
del mundo, quedan fuera de la prescripción constitutio- 
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nala No hai duda en que el espirita del iaciso es pros- 
cribir enteramente el cadalso, i que tácitamente erije en 
delito los ataques desautorizados contra la existencia de 
las personas ; asi es que nuestra observación solo se diri- 
jo á la manera como ha sido redactado el testo, tan 
honroso por lo demás para los constituyentes de Rio- 
negro. 

Desde 1856 espidieron las cámaras neogranadinas un 
proyecto de lei aboliendo la pena capital ; pero objeta- 
do por el ejecutivo, i mediante el cambio de concep- 
to én un senador cuyo voto ajustaba la mayoría favora- 
ble, fracasó entonces la idea como institución nacional. 
Varios estados granadinos la adoptaron de 1857 en ade- 
lante, comenzando por el de Santander ; pero no vino 
á sancionarse para la Union sino en Rionegro i por el 
inciso que nos ocupa. Sin previo acuerdo ni discusión 
alguna, resultó aprobado en votación secreta i por una- 
nimidad, debida acaso á la ausencia accidental, en 
aquellos momentos, del mismo diputado que habia on 
1856 aceptado las objeciones contra el proyecto de aquel 
año. 

2"^ Libertad individual. Es sumamente vaga la defi- 
nición que de ella se dá en el inciso 3**, i á par de vaga 
errónea. (1) Decir que la libertad de uno tiene solo por 
limites la libertad de otro, es deñnir una cosa por la co- 
sa misma, i dejarnos á oscuras. La libertad es la ga-. 
rantla del derecho, i se estiende hasta donde esteva, que 
es el uso de los medios ó condiciones propias para el 
desarrollo de nuestras facultades. Puede haber con- 
flicto de derechos i entonces prevalecerá el mas 



(1) Copióse allí servilmente el art® 4°. de la « Declaración de los 
Derechos del Hombre *, hecha en 1789 por la Asamblea nacional de 
Francia. 
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importante. Ni es mejor la segunda definición del 
inciso 3® que la primera. En uso de nuestra libertad ó 
de nuestro derecho podemos ejecutar actos que causen 
daño á otro individuo ó á la comunidad ; pero daño im- 
perceptible si se compara con la escelencia del dere- 
cho preferido. Guando prohibimos el paso por nuestra 
heredad, i obligamos á dar un gran rodeo á los cami- 
nantes entredós poblaciones cercanas,ciertamente cau- 
samos un daño usando de nuestro derecho, pero éste 
prevalece porque es superior. 

3o. Seguridad personal. Mui deficiente nos parece 
el inciso 4® que la consagra. El 14 de la constitución 
venezolana es mucho mas detallado i conprensivo, i no 
vacilamosen preferirlo. Pero la idea cuya omisión nos 
parece mas notable es la de que no pueda detenerse á 
nadie, ni aun por delito, si no precede prueba com- 
pleta del hecho i vehementes presunciones cuando me- 
nos del autor. También debiera consagrarse el principio 
de que nunca tenga lugar la prisión si se otorga fianza 
proporcionada á los intereses amenazados por la fuga. 
Esta será, en el mayor número de los casos, una ver- 
dadera pena, que agravada con el importe de la fianza, 
retraerá el presunto reo de eludir la acción de la justi- 
cia. 

4o Propiedad. Aunque garantida por el inciso 5°, que 
solo admite las escepciones acostumbradas i plausibles, 
ha quedado al descubierto en punto á espropiacion por 
causa de utilidad pública, decretada en tiempo de guer- 
ra, pues entonces permite que la indemnización no sea 
previa. Es la única constitución en que hemos visto dar 
entrada á semejante idea, verdaderamente espoliatoria, 
i tanto masestraña cuanto que es inecesaria."^ Por punto 
jeneral, la espropiacion no es admitida sino de bienes rai- 
ces iparaobras de utilidad pública, cuandolospropietarios 
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rehusan vender á un precio razonable ; de manera que 
en vez de espropiacion no debería llamarse sino venta 
obligada. Cuando se aplica á objetos muebles que no se 
pagan, no es sino un empréstito forzoso, que la consti- 
tución colombiana ba pretendido proscribir en una for- 
ma dejándolo subsistir en otra. Para poder tomar, en 
tiempo de guerra, todo lo que sirva á ejecutarla, se ba 
dejado en la tabla de garantías constitucionales el feí- 
simo lunar que atacamos, i que quisiéramos ver borra- 
do sin dilación para honra del país. Nunca, en ningún 
caso, debe tomarse la propiedad ajena sino cuando ella^ 
el objeto determinado que la constituye, es necesario 
para una obra pública, i nunca, en ningún caso debe 
hacerse sin previa indenmizacion. Toda medida en con- 
trario es espoliatoria, désele el nombre que se quiera i 
el disfraz que parezca mas injenioso. 

h"" Libertad de la palabra. Mucho se ha combatido la 
estension de esta libertad, que el inciso 7° consagra en 
cuanto sirve de espresion del pensamiento. Pero no en- 
tendemos que ella se refiera á toda clase de espresion, 
antes bien opinamos que no se pretende allí autorizar 
el empleo de ciertas palabras, con las cuales el digno ob- 
jeto del inciso nada tiene que ver. Si en varios países 
ha querido consultarse la decencia pública prohibiendo 
fumar en las calles i lugares de reunión, ¿ por 
qué no se prohibirán las espresiones obscenas, los gritos 
descompasados, que mortifican los oídos de las personas 
pudorosas i turban el sosiego de los concurrentes ? Tam- 
poco es admisible la libertad absoluta en el uso de la pala- 
bra,cuando esta se dirijo á los funcionarios públicos en las 
relaciones oficiales que con ellos se tienen. Las espre- 
siones descomedidas ó irrespetuosas son propias para 
atraer el menosprecio de la autoridad, cuya misión 
se compromete en grado superlativo si no se le ro« 
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dea del acatamiento que es compatible con el uso 
lejitimo i necesario del derecho cuya protección les 
está encomendada. Pero una i otra escepcion se refieren 
á. los reglamentos de policía más que á la lejislacion 
penal, cuyo alcance no debe pasar de las acciones como 
único material de los delitos. 

Intervención en los estados. Para los casos de con- 
moción interior de un estado, sin traspasar sus limites, 
i con miras puramente domésticas, la constitución no 
dá espresamente al gobierno la facultad de intervenir 
apoyando el orden constitucional del estado : facultad 
cuyo lugar seria el art^. 17, en donde se especifican los 
objetos que se encargan al gobierno jeneral. Pero tam- 
poco se ha consignado prohibición de intervenir, i por 
tanto no vemos impedimento para que la lei confiera 
aquella potestad si se estimase necesaria. 

Por lo menos es cierto que no hai en la constitución 
colombiana un artículo equivalente al 101 de la venezo- 
lana, que dice : a Ni el ejecutivo nacional ni los de los 
estados pueden tener intervención armada en las con- 
tiendas domésticas de un estado : solo les es permitido 
ofrecer sus buenos oficios para dar á aquellas una 
solución pacifica » . I por tanto, pudiera la lei sancionar 
un principio análogo al de la constitución de los Estados 
Unidos en la sección 4>. del articulo IV, i que es como 
sigue: o Los Estados Unidos garantizan á cada uno de 
los estados de la Union una forma republicana de 
gobierno, i los*protejerán contra cualquiera invasión, i á 
solicitud de la legislatura, ó del ejecutivo cuando la 
lejislatura no pueda ser convocada, contra los disturbios 
domésticos». 

Lejos de eso, la lei de 16 de abril de 186*7, llamada 
de orden público^ interpretó virtualmente la constitución 
sobre tan grave materia, consignando en dos artículos 
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estas disposiciones : « !<> Cuando en algnn estado se 
levante una porción cualquiera de ciudadanos con el 
objeto de derrocar el gobierno existente i organizar 
otro, el gobierno de la Union deberá observar la mas 
estricta neutralidad entre los bandos belijerantes. 
2o Mientras dure la guerra civil en un estado, el gobierno 
de la Union mantendrá sus relaciones con el gobierno 
constitucional basta que de hecbo baya sido desconocida 
su autoridad en todo el territorio : i reconocerá al nuevo 
gobierno luego que se haya organizado conforme al 
inciso 1° art*. 8*» de la constitución ». Varias tentativas 
hechas en el congreso de 1868 para obtener. declaracio- 
nes lejislativas en el sentido de la intervención fraca- 
saron, i el principio de la neutralidad quedó en pié, 
tal como lo ha definido la lei que dejamos copiada. 

No cabe duda en que el silencio de la constitución 
de Rionegro, igual en esto á la de la Confederación 
Granadina,se ha estimado equivalente auna prohibición 
obsoluta, que acaso impida lejislar en un opuesto sen- 
tido. Mas sea de ello lo que fuere, la esperiencia del modo 
como se aplicó el principio desde la primera revuelta 
en el estado del Magdalena á fines de 1857, prueba que 
él dá siempre ansa á la arbitrariedad del gobierno 
nacional, que ha apoyado casi siempre, de una manera 
encubierta ó franca, i con diversos protestos, ya á los 
gobiernos ó ya á los rebeldes en los estados. La obliga- 
ción impuesta de sostener invariablemente al gobierno 
constitucional de los estados contra toda tentativa 
revolucionaria, al paso que quitarla al de la Union toda 
ocasión de parcialidad, reducirla al mínimo posible las 
probabilidades de esas tentativas,pues los revolucionarios 
verían mui poca esperanza de buen éxito teniendo 
contra si todas las fuerzas nacionales en manos del 
gobierno de la Union. 
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Para muchos será una enormidad este nuestro con- 
^cepto, que se opone á la absoluta soberanía de los 
estados ; pero vimos antes que esa soberanía es suscep- 
tible de mas i de menos, i que encuentra su limite allí 
donde cesa de corresponder á los objetos propios de la 
federación. Tiene esta una doble mira, á saber, con- 
sultar el desarrollo de los intereses peculiares á lus 
estados poniéndolos en las manos que mejor pueden 
conocerlos, i darse la fuerza necesaria para la seguridad 
esterior i la paz doméstica. Dejar que en los estados 
se eternice el desorden por incapacidad de sus gobiernos 
para conjurarlo, es caminar en un sendero diametral- 
mente opuesto al que se propone la federación ; i por 
eso nada vemos mas contrario al sistema mismo que se 
quiso desarrollar en la constitución de Rionegro, como 
el principio de no intervención en los estados durante 
sus interminables revueltas, fomentadas considerable- 
mente en virtud de aquel otro principio que los autoriza 
para mantener fuerza pública en número indefinido. 

Ni se aviene con otros principios constitucionales el 
que venimos conbatiendo. En efecto, si los estados 
deben organizarse conforme á los principios del 
gobierno popular, electivo, representativo, alternativo 
i responsable (inciso I*» art**. 8*), no respeta mucho esa 
aspiración un principio que abandona á su propia suerte 
la administración de un estado, presa de la guerra 
civil, i en donde la misma guerra obliga al despotismo, 
efecto también casi necesario del triunfo de la rebelión, 
por un tiempo considerable, ¿Hasta cuándo debe pru- 
dencial i constitucionalmente esperar el gobierno de la 
Union á que se organice conforme al inciso 1» del art». 
8o un estado á quien la revolución armada, i solo ella, 
ha quitado su organización republicana entregándolo 
al despotismo vencedor en temeraria lid ? 
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Otra observación no menos justa se presenta en vista 
del inciso 2® art® 20 de la constitución, según el cual 
«las autoridades de los estados lo son también del 
orden federal en todo lo que requiera mando ó jurisdic- 
ción, i deben por tanto cumplir, bajo estricta respon- 
sabilidad, que les exijirán los altos poderes federales 
conforme á esta constitución i las leyes de la materia, 
los deberes que aquellos les impongan según sus facul- 
tades» . Si es ya una desventaja para la administración 
nacional tener por ajentes autoridades que le son 
enteramente estrañas, sube de punto cuando esos 
ajentes han sido creados por la revuelta armada vic- 
toriosa. Ni se diga que el gobierno nacional aguarda á 
que se legalice la situación revolucionaria para enten- 
derse con sus nuevas autoridades ; 1° porque esa situa- 
ción puede prolongarse, i entre tanto carece de ajentes 
en el estado el gobierno de la ünion ; i 2® porque no 
hai partido ni corifeos que, teniendo fuerza para der- 
rocar un gobierno i establecer otro, carezcan del per- 
sonal indispensable é ignoren las fórmulas precisas para 
adaptarse una constitución, que en nada mejora sus 
títulos al poder. 

No nos parece inoportuno citar, con este motivo, el 
art^. 46 del acta federal de 1811, que aunque con rodeos 
atribuye al congreso la decisión de las cuestiones entre 
los bandos que se disputen el poder en una provincia. 
He aquí su contesto : « Los pueblos disidentes de una 
provincia deben sujetarse al voto de la pluralidad del 
cuerpo político de quien son parte ; pero si se suscitaren 
diferencias entre dos partidos igualmente poderosos 
que no puedan conciliarse amistosamente entre sí i que 
exijan una decisión formal de tercero imparcial, no 
habiéndose convenido antes en bases ó leyes fun- 
damentales que decidan la cuestión, i en cuyo caso se 
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estará precisamente á ellas, se someterán, antes que 
venir al peligroso i siempre funesto recurso de las 
armas, á la resolución del congreso ; que sin ipjerirse 
en lo que no sea de su particular inspección, arreglará 
tan imparcial como amistosamente sus disputas, sujirien- 
do todos los medios de conciliación, i prescribiendo 
últimamente las regias que deberán observar » . 

Razonando con todo rigor, no podrá defenderse la 
neutralidad del gobierno nacional en las luchas domés- 
ticas de los estados, sino dando por sentado que la in- 
tervención ahogaría la opinión pública de un estado 
oprimido, i sostendría al gobierno opresor, .espuesto 
de otro modo á los efectos saludables de la revolución. 
Por este medio quiere colocarse al gobierno de los 
estados federales en el mismo predicamento que el de 
las naciones, cuya personalidad está admitida en la 
familia humana. Pero esta posición de las naciones ó 
entidades independientes no es un beneficio, sino una 
desventaja que la federación trata de subsanar. Jene- 
ralmente hablando la revuelta es un mal, i cuando hai 
ya la garantía de un gobierno popular, electivo, repre- 
sentativo, alternativo i responsable, dada por el gobierno 
de la Union, según el inciso constitucional antes citado 
¿ qué objeto laudable pudiera tener la revolución 
armada? No se cite el caso de un partido que, apoyado 
enleyes electorales viciosas,escluya á suscontrarios de la 
participación en el poder. El estado que sufriese una 
situación semejante no estaría organizado conforme á 
los principios del gobierno popular representativo, 
alternativo i responsable. Sus viciosas leyes deberían 
anularse conforme á la constitución, i el criterio de los 
poderes nacionales, al resolver esas cuestiones, sería 
siempre mas respetable que el del partido aspirante que 
las promoviese. 
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Busquemos en el orden constitucional, i solo alli, la 
solución de todas las cuestiones ardientes, que con tanta 
facilidad se someten hoi á la decisión de las armas. Sin 
un propósito firme de los hombres influentes en la 
política colombiana, la guerra, convertida en situación 
normal, i á que ya se debe harta ruina i harto des- 
crédito, acabará por barbarizarnos. Nada mas triste 
que el círculo vicioso en que j irán los aspirantes ai poder, 
empeñados en subsistir » por la guerra, de un tesoro 
publico que la guerra mantiene exausto. Empiece la 
paz, la paz á todo trance, á lavantar la industria, á 
minorar los gastos, á organizar la hacienda, á crear el 
crédito, á formar el tesoro ; i con estos elementos 
administren la cosa pública los llamados por sus aptitu- 
des según la constitución i las leyes. Fuera de estas 
nociones, triviales es verdad, pero olvidadas ó deses- 
timadas en Colombia, no tardaremos en tocar la sima 
á donde lleva con rapidez el ominoso plano inclinado 
que recorremos. 

Independencia judicial de los estados. En la constitu- 
ción de 1858 se dio á la corte suprema federal, por el 
inciso 9* del art°. 49, la atribución de revisar, en un 
recurso posterior á todas las instancias surtidas en los 
tribunales de los estados, las sentencias pronunciadas 
en negocios que afectasen á estranjeros ó á ciudadanos 
de diversos estados. Esta atribución, que según el testo 
constitucional parecía versar únicamente sobre las sen- 
tencias definitivas pronunciadas en negocios civiles, se 
estendió por una interpretación legal á los asuntos 
criminales i á toda suerte de providencias. Quedó por 
tanto la administración de justicia, en los estados, aun 
mas restrinjida que bajo el réjimen provincial, siempre 
que se trataba de asuntos en que una parte era 
ciudadano estranjero^ ó las dos pertenecian á distintos 
estados de la Confederación. 
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No carecía de buenos fundamentos el testo de la cons- 
titución neogranadina, imitación del inciso 1^ sección 
2» , articulo ni de la constitución norte-americana ; 
pero la estension que se le había dado posteriormente 
habia hecho muí gravosa^ para los estados lejanos déla 
capital, la intervención acordada á la corte suprema. 
I como las razones en que esta se apoyaba no eran 
concluyentes, prevaleció en Rionegro la opinión con- 
traria, como se vé por el art*» 21 de la constitución allí 
sancionada. Cupones una gran parte en la reforma, que 
sostuvimos, entre otras, con las siguientes observaciones 
consignadas en un escrito de aquella época : 

« Para fundar el principio que combatimos (el de la 
intervención judicial) se ha alegado por sus sostene- 
dores el peligro de que los tribunales de los estados 
envuelvan al gobierno nacional en reclamaciones 
odiosas, si con sus sentencias atacan injustamente los 
intereses de subditos estranjeros ; i la posibilidad de 
que, por pura antipatía, ofendan los intereses de ciuda- 
danos pertenecientes á otros estados. Confesamos que 
nunca hemos podido comprender la fuerza de estas 
observaciones. 

« ¿ Quiere significarse que la corte suprema nacional 
dá mayores garantías de justicia i acierto que los tribu- 
nales dtí los estados, aun los de primera categoría ? 
Esa aserción^ aun cuando no estuviese contradicha por 
los hechos ( que en todas las épocas de nuestra corta 
historia nos han dado á conocer resoluciones de la corte 
suprema que no honrarían á un juzgado parroquial), 
esa aserción, decimos, heriría de muerte la federación 
misma. Cómo I Se entrega i confia á los tribunales de 
los estados cuanto hai de precioso para el ciudadano 
(vida, honor, propiedad, familia), con tal que sea del 
mismo estado en donde ha de someter á juicio todos 
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esos bienes ; i no puede confiarse de igual modo lo que 
atañe al estranjero ó al ciudadano de otro estado grana- 
dino, aun cuando solo se trate de una demanda por 
veinte pesos, ó de una causa por leves injurias ! Aquí, 
como otras veces, después de sentado un gran princi- 
pio, el de la soberanía (1) de los estados federales, se le 
anula por escepciones sucesivas, que prueban la poca 
confianza que en el principio se tiene, ó el imperfecto 
conocimiento de lo que le constituye i pertenece. 

« ¿ Quiere decirse que la corte suprema nacional ten- 
drá mayor interés i mayor cuidado en evitar los casos 
de reclamaciones estranjeras, fundadas en sentencias de 
los tribunales, que el respectivo gobierno reclamante 
considere injustas ? No hai sino un medio de conjurar 
semejante peligro, i es sentenciar siempre en favor del 
estranjero cuando litiga con el nacional. Absurda como 
es la medida, será naturalmente la que se ofrezca al 
ánimo de los majistrados jueces, si ellos se penetran 
del objeto de la atribución que ejercen. Sobre todo es 
cierto que la emplearán en los casos de duda, i la duda 
se presentará sin advertirlo cuando los grandes intereses 
del pais, su dignidad i su tesoro, se hallan comprome- 
tidos. 

«Para evitar el peligro de tn;us/a« reclamaciones estran- 
jeras (porque las justas no deben evitarse) basta sentar 
en la constitución en vez de contra-principios é incon- 
secuencias, un principio trivial i esencial á la organiza- 
ción de todo gobierno, á saber, que no ha lugar á re- 
clamaciones contra sentencias definitivas, pronunciadas 
por jueces competentes i observando todas las leyes 
procedimentales. De esta suerte el estranjero, como el 
nacional, sabrán que su derecho se limita á perseguir 

(1) Obsérvese que la soberanía consiste, mas que todo, en la admi- 
nistración de justicia. 
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los procedimientos arbitrarios, los ataques desautori- 
zados á las garantías individuales, i que no se estiende 
á desvirtuar la proverbial i universal eficacia de un 
fallo definitivo arreglado á las leyes. > 

Gomo correctivo del principio admitido en el art° 12, 
la constitución colombiana obliga allí mismo á los esta- 
dos, cuyos funcionarios violen las garantías individua- 
les, á responder por las reclamaciones áque los actos 
violatoríos dieren lugar, i esto es ya un encamina- 
miento por la buena senda, pues bien se deduce que no 
hai disposición á atender otro linaje de reclamaciones, 
aún cuando procedan de sentencias de los tribunales de 
los estados. 

Independencia relijiosa. Fué decretada desde 1853 la 
disolución de aquel pacto, espreso ó tácito, en virtud 
del cual la iglesia i el .estado se protejian mutuamente. 
No teniendo el clero nada que esperar del gobierno, i 
poco que temer abroquelado con el sentimiento relijioso 
de las masas, fué poco escrupuloso en su acatamiento á 
la autoridad del gobierno, especialmente después de 
entronizado por la revolución el partido liberal. Varios 
actos del nuevo gobierno fueron resistidos, alegando 
derechos de la iglesia, aún en asuntos temporales, que 
se hallaban en oposición con las providencias censu- 
radas. 

Tal es el orfjen del articulo 23 de la constitución, se- 
gún el cual debe inspeccionarse los cultos, en obsequio 
de la soberanía nacional i de la seguridad i tranquilidad 
públicas, pero en la forma que determine la lei. Dióse 
una en 1864, que sometía al clero á cierto juramento 
de obediencia á las leyes, pero hallándose probable- 
mente que aquel acto, por ser especial, era vejatorio, i 
que ninguna seguridad podia ofrecer ; hallándose igual- 
mente que muchos prelados rehusaban prestar el jura- 
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mentó, i por la lei tenian que abandonar el país, con 
gran turbación de las conciencias para la república, la 
lei fué derogada tres años después, i ninguna otra se le 
ba sostituido. 

Recientes actos de protesta contra leyes nacionales 
por algunos miembros del clero superior, han infundido 
la idea de reproducir disposiciones análogas á las que 
existieron i fueron eliminadas ; pero en verdad nunca 
hemos creido que haya necesidad alguna de lejíslar 
especialmente para reprimir cualquier tentativa sedi- 
ciosa del clero. Las leyes penales ordinarias son mai 
suficientes, i á lo mas requieren adaptarse rigorosa- 
mente al nuevo sistema político del país. Toda medida 
preventiva i escepcional tomada contra el clero, es 
odiosa i ocasionada á disturbios que vale la pena de 
evitar, Al cabo no hai sino dos soluciones posibles para 
la cuestión relijiosa : una es la adopción de una iglesia 
nacional, patrocinada eficazmente por el gobierno, 
dependiente de él é inspirada por él mismo ; otra es 
la absoluta libertad de todas las sectas, i la igualación 
de sus ministros con todos los ciudadanos en el trata- 
miento que hayan de recibir. Guando no se cree 
conveniente ú oportuno el primer arbitrio, hai que 
entregarse confiadamente al segundo. Cierto es que 
el clero tiene desmesurada influencia sobre el pueblo i 
que de ella suele abusar en daño del respeto que se 
debe ¿ los actos del gobierno civil ; pero eso no hace 
necesaria una lejislacion especial provocadora, sino el 
establecimiento de penas adecuadas á la gravedad de 
las faltas una vez cometidas. 

Para mejor apreciar la situación del gobierno colom- 
biano respecto del clero, conviene observar que las 
protestas i resistencias del último han versada principal, 
si no únicamente, sobre las leyes de redención de censos 
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i desamortización de bienes destinados al culto 
¿De dónde procede eso? La razón aparente que ha 
dado el clero es la falta de derecho en el gobierno para 
sancionar esas leyes ; pero sin negar que el clero 
defiende con tenacidad todos los privilejíos de que ha 
estado en posesión, i que desconociendo el espíritu del 
siglo seaferra al pasado con ceguedad incomprehensible, 
tenemos la convicción de que su actitud habría 
sido mui distinta si el crédito del gobierno le hubiese 
inspirado una confianza que desgraciadamente nadie 
puede abrigar. Teniendo como tiene, la persuasión de 
que sus capitales no le traerán ya el rédito en que 
fincaban la subsistencia^ no puede esperarse que 
contemplen las medidas que los traspasan al tesoro 
nacional, sino con el mismo sobresalto que sentiría un 
depositante en un banco á la noticia de suspensión de 
pagos. Pedir al clero que se haga indiferente á los 
riesgos que serían alarmantes para cualquiera otro 
ser humano, es suponerle un desprendimiento que 
nunca ha tenido, i que no debe esperarse. 

Actos inconstitucionales. Aquellos que procedan del 
congreso ó del poder ejecutivo nacional, i que sean 
violatorios de los derechos garantizados en el art<*15,ó de 
la soberanía de los estados, « pueden anularse por el voto 
de estos espresado por la mayoría de sus respectivas lejis- 
laturas » (articulo 25). Renunciamos á esponeri contestar 
algunasinterpretaciones arbitrarias de que este "artículo 
ha sido objeto. Ese procedimiento sería infinito al comen- 
tar un instrumento nacido en medio de la exaltación polí- 
tica, que aun no amaina, i espuesto al capricho de la 
polémica, que tanto sobresale en el carácter colom- 
biano. Entrando por lo mismo al fondo del asunto, 
es claro que por la atribución que nos ocupa ha que- 
rido convertirse en principio constitucional la opinión 
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sostenida por el partido oposicionista en 1859, con 
ocasión de algunas leyes de aquel año calificadas de 
inconstitucionales por cinco lejisl^turas de otros tantos 
estados. Pero asi como creemos que el congreso tuvo 
entonces una obligación moral de revocar i alterar 
esas leyes, contra las cuales habia tan respetables 
votos, dudamos que las lejislaturas de los estados sean 
el poder mas propio para dar un fallo en el que pueden 
bailarse directamente interesadas. La función que se 
les confiere es de naturaleza judicial, i estaría mejor 
en la corte suprema, que realmente la tiene, á lo menos 
en parte, por el inciso 6* del art** 71. El le atribuyela 
facultad de decidir las cuestiones que se susciten entre 
los estados de la Union i el gobierno jeneral sobre 
competencia de facultades, i no es otra la cuestión pro- 
movida cuando se alega que un acto del congreso ó 
del poder ejecutivo nacional es contrario á la soberanía 
de los estados. Pero esta atribución, como la equivalente 
en la constitución de 58, ba tenido la mala suerte de 
pasar desapercibida, como una planta medicinal que 
estuviese oculta en el corazón de un bosque. 

Nada se ba estatuido para invalidar los actos lejis- 
lativos ó ejecutivos nacionales que se opongan á la cons- 
titución, fuera de los casos espresados en el art" 25. 
En los Estados Unidos del Norte la corte suprema se cree 
autorizada por el tenor del inciso 1» sección 2', articulo 
ni, i del inciso 2<», articulo VI, para declarar inapli- 
cable una lei del congreso que repute inconstitucional, 
pero solo cuando ocurra un caso práctico de naturaleza 
judicial en que la lei baya de aplicarse. En todos los 
demás casos ella prescinde i se declara incompetente, 
como acaba de suceder con motivo de un reclamo de 
los estados de Mississippi i Jeorjía, que pretendían in- 
validar la lei llamada de reconstrucción^ según la cual 
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los estados que se rebelaron en 1860 son mantenidos 
fuera de la Union i gobernados militarmente. La corte 
declaró, que semejante cuestión, i todas las análogas, 
son simples cuestiones políticas, en que ella nada tiene 
que hacer, cuando se presentan de una manera 
abstracta, i sin referencia á ninguna controversia 
personal ó real, sometida en la forma ordinaria á los tri- 
bunales, i en que la corte puede por apelación tomar 
conocimiento del asunto. 

Tal ha sido, en efecto, la práctica constante de aquel 
alto tribunal, i la manera como se ha entendido siempre 
su atribución, mas bien tácita que espresa, de invalidar 
las leyes declarándolas inconstitucionales ; pero no 
vemos claramente por qué no habría de tener la corte 
suprema de una federación la facultad espresa de hacer 
aquella declaratoria, aun cuando no se presente nin- 
guna controversia particular en que la lei haya de 
aplicarse. La necesidad puede ser grande i urjente 
como se vé en el caso mismo antes citado, de una lei 
enteramente opuesta á las instituciones fundamentales 
de los Estados Unidos, que en nadie reconocen el poder, 
aun en el supuesto de rebelión, para convertir diez 
estados en tierra de conquista, suprimiendo sus 
gobiernos civiles i sometiéndolos á una dictadura mili- 
tar, mientras no consagren en sus constituciones de- 
terminados principios, que hasta ahora no se han 
reputado obligatorios. Otro tanto pudiera decirse de la 
lei « sobre destinos públicos » , que fuerza al presidente 
á despachar con secretarios que no tienen su confianza, 
i que difiere esencialmente de otras espedidas en el 
siglo pasado, cuando la índole de la constitución debía 
ser mejor conocida, cuando el patriotismo no era 
todavía en la patria de Washington, Jeflferson, Adams 
i Franklin una palabra sin sentido, i cuando los partidos 
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políticos no habian hecho propósito de sacriñcarlo todo 
á sus miras ambiciosas, poniendo en telado juicio la 
bondad i la duración de unas instituciones que parecían 
haber resuelto los principales problemas inherentes al 
gobierno de los pueblos. 

En un sistema federativo la atribución que exami- 
namos es tanto mas necesaria, cuanto que la infracción 
constitucional puede venir de muchas partes, á saber, 
los poderes nacionales i los poderes de los estados ; 
pero si bien se mira, no debe faltar al tribunal supremo 
en ningún pais rejido constitucionalmente^ pues de 
otro modo el principio que hace de la constitución la lei 
de las leyes nada significa. El queda reducido ^ una 
pura abstracción en manos del poder lejislativo ordi- 
nario, que hace i deshace leyes á su arbitrio, sin considera- 
ción á la pauta que regula todos los poderes sociales. 

Poder lejislativo. Es impropia la denominación de 
senadores plenipotenciarios que dá á los miembros de 
una de las cámaras el art». 37. Los senadores, como 
los representantes, votan individualmente i resuelven por 
mayoría absoluta, á diferencia de los plenipotenciarios 
en congresos diplomáticos, que, aun cuando sean varios 
por cada potencia, solo tienen un voto mancomunado, 
i toman sus acuerdos por unanimidad. 

Por el arto 40 se dispuso lo que la oposición de 59 
habia creido hallar en la constitución del año anterior, 
á saber, « quecorrespondeálos estados determinar la 
manera de hacer el nombramiento de sus senadores 
i representantes. » Preténdese que esta libertad es 
inherente al sistema federativo ; pero no lo es cierta- 
mente al que concibió i planteó la constitución de 
los Estados Unidos, i ya sabemos que no hai fórmula 
invariable i definitiva para una federación politica^ en 
que los estados pierden su individualidad bajo de 
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algunos respectos para refundirla en la Union. En las 
secciones 2* i 3*^ del art^ I, aquella constitución fijó las 
condicciones i el modo de elección de los represen- 
tantes i senadores al congreso norte-americano. ¿Por 
qué i para qué apartarse de este precedente ? 

Los miembros de la lejislatura nacional no son em- 
pleados del estadj, como lo hemos dicho antes, i se 
prueba por la naturaleza de sus funciones. No es por 
tanto ajeno de la constitución nacional estatuir sobre 
sus requisitos i elección, dejando cierta latitud á los 
estados para el desarrollo de los procedimientos, á fin 
de no darpretesto ú ocasión á los abusos que, como el 
de la lei neogranadina de 1859, son posibles i deben 
evitarse. De este modo se prevendrían algunos otros 
que, en sentido inverso, han sido resultado del art» 40 
que comentamos. Las lejislaturas de los estados no han 
tenido freno al disponer de las plazas de senadores i 
representantes, que han juzgado propiedad, suya, i 
reservándose á veces su provisión, las han distribuido 
por entero entre los mien^bros de la misma corporación 
electora. Ya que la moralidad i la decencia no han 
tenido entrada en esas lejislaturas, el precepto cons- 
titucional debe tenerla i cegar esta fuente de corrup- 
ción. 

Poder ejecutivo. Está á cargo de un presidente, eleji- 
do por los estados teniendo cada uno un voto (art**. 75), 
i con la duración de dos años (art°. TÍO). La preocupa- 
ción de los convencionistasy enpeñados en consultar 
siempre la soberanía de los estados, que anteponían á 
todo, los condujo á ese modo de elección^ que puede 
tener mui ^serios inconvenientes en el opuesto sentido 
del peligro que pretendían evitar. 1 en efecto, sí se to- 
ma el voto de cada estado por mayoría relativa^ i la vo- 
tación de los estados por mayoría absoluta, puede 
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dar por resultado una elección hecha por la 
minoría de votos de los ciudadanos, contra la opi- 
nión de la mayoría pronunciada por otro candidato. 
Asi sucedería si la elección se hiciese por el voto de 
cinco estados cuya población fuese mucho menor que 
la de los cuatro restantes, i estos hubiesen sufraga- 
do con gran mayoría por el candidato opuesto. 
Pero si se atribuye la elección á los ciudadanos, 
puede suceder que unos pocos estados de gran población 
la hagan por sí solos, desestimando la opinión de una 
mayoría de estados, que bien merece consultarse. 

Todo se conciliaria dando al congreso la atribución 
de elejir al presidente. Nada mas conforme al sistema 
que prevalece en la constitución colombiana, según la 
cual el poder ejecutivo Jio es sino mero ájente del lejis- 
lativo. Asi lo persuaden varias de sus disposiciones, co- 
mo son las del inciso 14, art<^. 49, que d¿ al congreso la 
facultad de pedir cuenta al poder ejecutivo de todas sus 
operaciones, i las de la sección 5'., capítulo VI, sobre 
formación de las leyes, en que el ejecutivo no las pro- 
pone ni las discute, i solo puede objetarlas, como por 
via de ilustración, pues que para la insistencia basta la 
mayoría absoluta. 

Según la índole de una sociedad, tiene que preva- 
lecer el poder lejislativo ó el ejecutivo, quedando el 
otro en una cierta dependencia. La igualdad de poder 
que nace de prerogativas constitucionales i de la mane- 
ra de elección conduce á los conflictos que acaban de 
presenciarse en Colombia i en los Estados Unidos del 
Norte. Para terminarlos se ocurre á un medio insidioso, 
pero único, que la constitución ofrece, cual es el juicio i 
la destitución del presidente, que no han tenido por cier- 
to semejante objeto, i que ponen en toda su triste desnu- 
dez la audacia i la perversión de las pasiones políticas. 
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Cuánto mejor no es organizar los dos poderes activos 
del gobierno de tal modo, que marchen necesariamente 
de acuerdo sin colisiones ni lachas. Para ello basta, en 
una sociedad democrática, dar al congreso la atribución 
de elejir al presidente, fijar á éste un periodo que co- 
incida con el de los miembros de la lejislatura, i facultar 
al congreso para separarlo del destino por causas mui 
graves comprobadas. 

Corto ha parecido á muchos publicistas americanos 
el periodo que al presidente de Colombia señala el art» 
constitutional antes citado ; i lo seria en efecto si la 
parte principal del poder público residiese en aquel fun- 
cionario, como en Chile, Perú, Bolivia i el Ecuador. 
Cuando eso sucede, el presidente tiene ó debe tener su 
política, sus planes de gobierno, que piden tiempo para 
desarrollarse i someterse á la lejislatura siguiendo la 
ritualidad constitucional. Pero todo pasa de otro modo 
en una república democrática, donde el poder público 
reside principalmente en el congreso, i el presidente es 
mero ájente suyo. Nada mas contrario á semejante sis- 
tema que la pretensión, en el ejecutivo, de iniciar la po- 
lítica del gobierno ; nada mas fuera de propósito, en el 
presidente, que propender á ensanchar un periodo, cal- 
culado por su misma corta estensíon para satisfacer á 
poca costa un gran número de ambiciones i á mantener 
la armonía con el poder supremo^ el inmediato i verda- 
dero representante del pueblo soberano. 

Poder judiciaL Colocamos aquí, como en lugar ade- 
cuado, las observaciones que nos sujiere el inciso 4o, 
art^ 51 sobre juicio político, que nos parece enteramente 
desfigurado. Ya en su discusión ante la convención de 
Rionegro manifestamos, que la atribución para juzgar 
al presidente i sus ministros, por delitos oficiales i con- 
forme á las leyes, es propia de los tribunales ordinarios, 
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i DO de una corporación como el senado, que carece de 
todos los requisitos propios de un tribunal de derecho. 

La esperiencia no ha tardado en poner de maniñesto, 
que el senado no puede juzgar, propiamente hablando : 
1^ porque es irresponsable, i la irresponsabilidad no es 
admisible sino en las cuestiones de hecho, no en las de 
derecho ; 2"* porque no es imparcial, puesto que las 
cuestiones que juzga se relacionan íntimamente con la 
política jeneral, deque el congreso es el alma; 3° porque 
es mui numeroso, lo que si le hace apto para las discu- 
siones lejislativas. le inutiliza para las judiciales, donde 
se requiere calma i ausencia de pasión, nunca posibles 
en grandes asambleas ; i 4° porque no está llamado á 
conocer el derecho, sino á lo sumo á fallar como ju- 
rado sobre los hechos, dejando á otros tribunales la 
aplicación de la lei penal. 

Tales inconvenientes se han visto patentizados en el 
juicio seguido al presidente Mosquera en octubre de 
1867, por numerosos cargos, entre ellos el de haber or- 
denado la clausura del congreso i algún otro queenvol- 
via también ofensa ó menosprecio del primer cuerpo 
representativo del pais. Los acusadores i los jueces, 
unidos ayer no mas al acusado, cuyo estandarte siguie^ 
ron en prolongada lucha contra el partido conservador, 
no tenian otra mira que quitar el poder á su antiguo 
caudillo, hombre de guerra i de dictadura mas que de 
paz i de constitución. Si hubieran de haberle aplicado 
todos los castigos que el código penal señala para los 
delitos que se le imputaban, se habría ido mas lejos 
de lo que la dignidad del partido aconsejaba, en presen- 
cia del enemigo común, el partido conservador, delei- 
tado con la división i el escándalo producidos en las 
fílas liberales. Para esas i mayores dificultades la irres- 
ponsabilidad es un poderoso auxiliar, i el senado^ sin 
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espresar razón alguna en su sentencia, llevado solo del 
pensamiento de obtener los resultados precisos que se 
buscaban, hizo su condena por tres ó cuatro cargos 
leves, cuya pena sirviese para el efecto de destituir, 
aunque indirectamente, al acusado. Semejantes farsas 
traen el descrédito de las instituciones ; i no serán las 
áltímas si se insiste en dar al senado un ccurácterde tribu* 
nal ordinario, mucho mas propio en la corte suprema, 
tratándose de verdaderos delitos á que la lei señala de- 
terminadas penas. Solo para los cargos por hechos inde- 
finidos que merezcan una destitución, hallamos oportuno 
i natural el juicio político, que no se opone al ordinario, 
ante los tribunales propiamente dichos para la imposi- 
ción de castigos ordinarios también. 

Variedades, \^ Pérdida de ciudadanía. En dos casos 
pierden los colombianos la calidad de tales, ó sea la 
ciudadanía internacional, á saber, por fijar su domicilio 
i adquirir nacionalidad en pais estranjero (arf» 32), i 
por admitir empleos, condecoraciones, títulos ó rentas 
de gobiernos estranjeros sin permiso del congreso (art** 
88). Ambos nos parecen estraños en un pais qae, bajo 
muchos respectos, ha blasonado con razón de poseer 
instituciones mas liberales que ningún otro. 

Opuesto al art** 32 es el 7o de la constitución venezo- 
lana, que no vacilamos en preferir, i dice : « No pier» 
den el carácter de venezolanos los que fijen su domici- 
lio i adquieran nacionalidad en pais estranjero. A lo 
menos debería adoptarse, siempre que se tratase de na- 
turalización en otra repiU)lica hermana. I mejor que todo 
sería que la nacionalidad hispano- americana fuese una 
solaj de tal modo que los nacidos en cualquiera parte 
de su territorio disfrutasen en toda otra rejion del mismo 
los derechos, así civiles como políticos, que correspon- 
dan á los naturales. Principios semejantes constituyen 
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la verdadera liga amerioana, vaga i fantástica, si se hace 
consistir en confederación ó pacto político de cualquiera 
clase. 

No nos esplicaxnos, sino por la fuerza de la rutina, 
la adopción del arto 88 en la constitución de Bionegro 
Orijinario de la del Brasil, se copió en la de Chile i 
otras, i se ha deslizado en algunas de las neograna- 
dinas. A nada conduce imponer á un colombiano la obli- 
gación de solicitar el permiso del congreso para una 
concesión, que si es inocente no lo necesita, i si no lo 
es, debe aparejar al agraciado la correspondiente res- 
ponsabilidad. Esta debe proceder solo de la concesión 
misma, no de que se acepte sin permiso. I en muchos 
casos se preferirá la admisión, aun con pérdida de la 
nacionalidad, por no solicitar un permiso que vendría 
tarde ó que no se facilita al interesado. En ese caso se 
hallan todos los colombianos de cierta esfera, que espar- 
cidos por las demás repúblicas del continente, obtienen 
pequeños destinos en la policía, en el ejército ó en la 
marina, de los cuales subsisten. 

Comprendemos, hasta cierto punto, el objeto que 
habría en prohibir del todo la admisión de títulos ú hono- 
res estranjeros, como trató de hacerlo el arto 130 ¿q la 
primera reforma hecha á la constitución norte-ameri- 
cana : articulo que por no haber obtenido la aprobación 
de un número suficiente de estados, no llegó á ser 
exequible. También comprendemos el elevado objeto 
del art® 115 de la constitución venezolana, que prohibe 
á los empleados nacionales admitir dádivas, cargas, 
honores ó recompensas de naciones estranjeras, sin el 
permiso de la lejislatura nacional. Pero exijir permiso 
á los simples ciudadanos, bajo pena de perder la nacio- 
nalidad, es inconducente en todos los casos, gravoso 
con frecuencia, i ocasionado amenudo á disminuir 
el número de los nacionales. 
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2^" Capitalidad de la Union. « Los altos poderes fede- 
rales residirán en el lugar ó en los lagares que designe 
la lei o (dice el art° '77); i ese lugar, ó sea, la capital 
de la Union, se designa por el congreso (inciso 9*" del 
ai** 49). Parece escluida la idea de un distrito federal, 
que en la constitución venezolana se decretó espresa- 
mente por el inciso 2^ del art° 43, i sobre la cual no pudo 
haber acuerdo en la convención de Rionegro. Ella sin 
embargo debe admitirse como elemento esencial, 
en nuestro concepto, al sistema de gobierno adop- 
tado en Colombia. De otro modo, los altos poderes 
nacionales ocuparán, como sucede hoi, una población 
perteneciente á uno de los estados, i acaso la misma, 
como también sucede, en donde residen los primeros 
funcionarios del estado capital. ¿ Qué resulta de ahí ? 
Si ambos gobiernos pertenecen al mismo partido, el 
del estado queda oscurecido, i, permitiéndonos una 
espresion familiar, « arrinconado en su propia casa. » 
Si pertenecen á diverso partido, como hoi acontece, 
las colisiones no se hacen esperar, cada uno desconña 
del otro, tienen de armarse i vijilarse como dos enemi- 
gos, i no es imposible que el uno derroque al otro, 
por un golpe de mano, para precavenir á su rival. 

Un distrito federal aislado, en conveniente localidad, 
no lejos de las costas, que son la puerta del mundo 
civilizado, sin gran población influente, ni perniciosas 
tradiciones centrales, llenarla cumplidamente el objeto 
que ha de buscarse, en el asiento de los altos poderes 
en una república federativa. Pero al tratarse de estos 
cambios sucede lo que con el pensamiento de suprimir 
el ejército : si su mala influencia exije la eliminación, su 
mala influencia la dificulta. 

3® Derecho internacional. La doctrina del arto 91 fu¿ 
introducida en la convención por dos diputados de 



Digitized by 



Google 



- 112- 

opuestas miras, con la mas sana intención según todas 
las apariencias ; pero á virtud de una siniestra inter- 
pretación, ha venido á convertirse en un instrumento 
peligroso. Era su objeto ostensible el contenido de la 
última parte como reproche al gobierno de la Confede- 
ración Granadina, que negó constantemente su facultad 
legal de hacer arreglos con los corifeos revolucionarios, 
nunca á sus ojos sino rebeldes, sujetos á severo castigo 
i con quienes no era posible tratar. 

Para llegar á la conclusión del articulo, se asentaron 
los principios que en él se vén establecidos; pero ni 
principios ni conclusión tienen nada de nuevo. El 
derecho de jentes obliga como las leyes nacionales ; 
mas no teniendo la misma precisión, queda espuesto 
al capricho de los espositores. Aplicase á la guerra 
civil, que por lo mismo puede terminarse por transac- 
ciones; pero ¿ qué es guerra civil? Estaos i ha sido 
siempre la cuestión entre los gobiernos i sus oponentes 
armados. Para estos lo es cualquier movimiento revolu- 
cionario ; para aquellos todo es rebelión, todo traición, 
todo delito imperdonable. 

Era pues el art°91, cuando menos inútil, porque 
nada resolvia que no estuviese ya de antemano resuelto. 
Pero hé ahí que la administración Mosquera se creyó 
facultada para declarar la Union en estado de guerra 
civil, i lo que es peor, para aplicar todo principio ver- 
dadero ó supuesto de derecho de jentes, entre ellos 
la suspensión de las garantías individuales detalladas 
en el art° 15, que la constitución no autoriza. Larga- 
mente se discutió en la convención la oportunidad i 
conveniencia de suspender en determinadas ocasiones 
las mencionadas garantías ; pero todo lo mas que pre- 
valeció, en cuanto á escepcion de aquellos principios, 
se halla en la segunda parte del inciso 5°, arto 15 citado, 
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en ia segunda parte del inciso 8° del mismo articulo 
i en el inciso 2'' del art^" 26. Ellos consienten solapada* 
mente en los empréstitos forzosos, en la prohibición de 
viajar i en el reclutamiento, llegado que sea el caso de 
gueira; mas en ninguna parte se ha dicho quién debe 
declararla, ni se ha estendido la escepcion á ningún 
otro derecho que los de propiedad, locomoción i segu- 
ridad personal, en los términos que acaba de indi- 
carse. 

Reforma. Se dificulta sobremanera perlas reglas del 
art**. 92, aunque no creemos que tal haya sido la inten- 
ción. En un sistema federativo no puede adoptarse para 
la reforma constitucional el mismo procedimiento que en 
un sistema unitario, porque en aquel se comparte el 
poder público entre dos entidades, i si ambas no con- 
curren á la reforma por medio de sus representantes, 
la que tuviese injerencia esclusiva podría emplearla en 
menoscabo de la otra entidad. 

Pero esto mismo hace menos necesarias largas i di- 
latadas fórmulas que garanticen contra la precipitación. 
Tan luego como conste la voluntad de la Union i de los 
Estados, ó sea del congreso i de las lejislaturas, se han 
llenado los dos objetos de uniformidad i de garantía. 
1 para ello basta que, iniciada la reforma por el repre- 
sentante de una entidad, se apruebe por el de la otra* 
Por lo mismo, nosotros recomendaríamos este doble 
procedimiento en reemplazo de los que trae el citado 
arto. 92 : iniciada la reforma por el congreso, sería exe- 
quible luego que la aprobasen dos tercios de las lejisla- 
turas de los estados ; ó bien, propuesta por los dos ter- 
cios de las lejislaturas, quedada consumada por la ulte- 
rior aprobación del congreso. Preferimos los dos tercios 
á una simple mayoría de las lejislaturas, por temor de 
que la reforma se hiciese en el interés de un solo parti- 
do poUtico. 

8 
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I Siendo el asunto de la mayor importancia, concluiré - 

; mos haciendo otra indicación complementaría, i es que, 

■; sometido á la consideración de las lejislaturas un pro- 

[ yecto de reforma constitucional adoptado por el congreso, 

I debería reputarse aceptado por aquellas que guardasen 

•silencio después de conocerlo. Ese procedimiento que 
I parte del congreso hacia las lejislaturas, seria siempre 

[ el mas espeditivo, tratándose sobre todo de reformas 

algo estensas, i de ahí nace que proveamos á todos sus 

incidentes. 
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